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				Prólogo

				Philip Oxhorn

				A partir de la introducción del presupuesto participativo en Brasil a finales de la década de los noventa, América Latina ha experimentado una auténtica revolución en cuanto a gobernanza democrática, ya que prácticamente todos los países de la región han adoptado reformas institucionales importantes con el objetivo expreso de crear democracias más participativas e inclusivas. Dichas reformas han surgido, en general, en el nivel de gobernanza regional y, en particular, en el nivel local. Se han vuelto tan predominantes que tanto actores políticos progresistas como conservadores coinciden en su importancia, aunque no estén de acuerdo en por qué son importantes (Dagnino, 2005). Los aspectos políticos de la descentralización y la participación parecen haber regresado al punto de partida, dado que menos de una década antes de que se implementaran las primeras reformas, los principales políticos y pensadores tanto de la derecha como de la izquierda creían en lo inevitable, si no es que en lo necesario, de la centralización, jerarquía y su concomitante impacto negativo sobre la inclusión que forma parte de todo gobierno democrático, en una región plagada de inestabilidad política (Véliz, 1980).

				Como la mayoría de las revoluciones, la revolución de la gobernanza democrática latinoamericana no ha cumplido su promesa normativa, en términos generales. Ya sea que los criterios sean de aumento en la eficiencia en la provisión de servicios públicos para la derecha, mayor empoderamiento ciudadano e igualdad para la izquierda, o mayores niveles de rendición de cuentas a la sociedad en general, a la fecha, el resultado ha sido mixto. Asimismo, como toda revolución, una razón para este fracaso es que el nuevo orden está contaminado de los remanentes del orden que le precedió —en este caso, la jerarquía, la desigualdad y el autoritarismo que caracterizaron la mayor parte de la historia latinoamericana postindependiente—. De hecho, tal y como lo señala Gisela Zaremberg en su introducción, una de las razones detrás del proyecto Redes y jerarquías: representación, participación y gobernanza local en América Latina es determinar “si las nuevas experiencias de participación a analizar terminan escondiendo viejos mecanismos políticos jerárquicos”.

				A pesar de que esta contradicción básica entre la promesa del verdadero cambio revolucionario y la continuidad ha sido una constante en el estudio de la democratización en América Latina, se convierte particularmente en relevante para comprender procesos de descentralización y participación ciudadana. Esto ocurre porque ambos encapsulan lo que los autores del proyecto Redes y jerarquías llaman espacios de interfaz o puntos de contacto entre el Estado y la sociedad civil. Como tales, la calidad de la democracia queda inextricablemente definida según la forma en que dichas instituciones participativas de hecho funcionen en la práctica, incluyendo, como reconocen los autores, sus interacciones con las instituciones electorales de la democracia política, en especial con los partidos políticos. Como atinadamente señala el proyecto, en cuanto al mínimo consenso teórico que define sus parámetros, no se trata de un asunto de democracia participativa o electoral, sino más bien de cómo una influye en la otra. Esta postura contrasta claramente con mucha de la literatura sobre democracia participativa en América Latina, la cual usualmente de manera implícita (si no es que explícita) supone que ambas se excluyen mutuamente, enfocándose sólo en los nuevos mecanismos de participación, y suponiendo que cualquier intromisión por parte de los partidos políticos y las dinámicas electorales disminuye la calidad democrática. Esto puede ser cierto, pero los investigadores de Redes y jerarquías lo ven más como un problema empírico que teórico. Esta decisión deliberada, a su vez, refleja una importante premisa sobre la cual se basa todo el proyecto en sí: en lugar de permitir que nuestras teorías preconcebidas determinen cómo interpretamos la realidad empírica que estamos intentando entender, nuestras teorías necesitan evolucionar hacia formas que reflejen esa realidad. De este modo, y nuevamente en contraste con otras revoluciones, puede haber tiempo aun para ayudar a dirigir la revolución actual de la participación hacia un rumbo que le permita cumplir mejor su promesa revolucionaria completa. El proyecto Redes y jerarquías contribuye de manera importante a alcanzar precisamente eso.

				En sentido amplio, Redes y jerarquías sobresale como un estudio comparativo de gran relevancia sobre las experiencias actuales de la participación democrática, por varias razones. Metodológicamente, es en extremo ambicioso. En comparación con gran parte de la literatura existente, la cual se enfoca sobre casos de estudio individuales o series de casos dentro de uno o dos países, Redes y jerarquías analiza ocho gobiernos municipales en cuatro países: Brasil, México, Nicaragua y Venezuela. Cada grupo de ocho gobiernos municipales fue escogido con base en determinados criterios relevantes, incluyendo mezcla étnica, nivel de desarrollo, y tomando tanto municipalidades rurales como urbanas, con el fin de asegurar que las ocho seleccionadas de cada país fueran variadas de formas difícilmente comparables a través de los cuatro países. La única —y, en muchos sentidos, excepcional— constante entre esos 32 gobiernos municipales es que todos enfrentaban un conflicto considerable (excepto el caso de Brasil, que fue tomado como caso de contraste). Cabe reconocer que los investigadores del proyecto también tomaron en cuenta la importancia del contexto político nacional de cada país con el propósito de comprender la gobernanza local. En ese sentido, se incluyen estudios de las dinámicas políticas nacionales de cada uno de los cuatro países para complementar los casos de estudio municipales. La riqueza resultante del material empírico, recolectado mediante uso de variados métodos cualitativos y cuantitativos, confiere a esta obra una fuente de información invaluable, tanto para ilustrar las conclusiones a las que llega como para la investigación futura orientada a la complejidad de los propios procesos democráticos.

				Para manejar tan amplia gama de experiencias, los líderes del proyecto hicieron un gran esfuerzo por establecer un consenso mínimo entre los investigadores, mediante su participación activa en el desarrollo del proyecto. Esto incluyó un marco teórico que sirvió de útil punto de partida para entender similitudes y diferencias a través de los casos, en vez de usar una construcción teórica dentro de la cual se fueran introduciendo los hallazgos de los casos de estudio sin contar con un re-pensamiento crítico de la teoría misma. De una manera muy real, la solidez del enfoque metodológico del estudio en general revela, por lo tanto, cómo adoptó principios clave de la democracia participativa —inclusión, igualdad y deliberación—. Por supuesto, el consenso en cualquier comunidad, incluida la académica, no es siempre posible. Más allá de negar dichos desacuerdos, no obstante, el proyecto Redes y jerarquías busca convertirlos en activos, haciéndolos públicos en el caso de aquellos relacionados con la manera de interpretar los hallazgos del proyecto para Venezuela y Brasil. Tal transparencia contribuye a legitimar el proyecto en vez de debilitar la fortaleza de sus conclusiones. Al mismo tiempo, los debates internos mencionados proporcionan nuevas perspectivas sobre la compleja naturaleza de los procesos bajo estudio.

				Un proyecto tan innovador y ambicioso como Redes y jerarquías inevitablemente involucra una serie de retos, sin que el más sencillo sea el intentar comparar de manera sistemática países tan diversos como Brasil, México, Nicaragua y Venezuela. Los investigadores involucrados en Redes y jerarquías realizaron un trabajo sobresaliente para rebasar estos retos. El resultado es una serie sin igual de casos de estudio que realiza importantes aportes no solamente a nuestra comprensión empírica de la gobernanza local, sino también a nuestras perspectivas teóricas en cuanto a democratización y participación. Como modelo de investigación comparativa, el proyecto Redes y jerarquías influirá sobre cómo los investigadores estudien procesos de democracia participativa en años por venir.
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				Introducción

				Gisela Zaremberg

				Este libro, compuesto por dos volúmenes, aspira a que los lectores conozcan de manera analítica experiencias de participación en los espacios de interfaces entre gobierno y sociedad (consejos, comités, gabinetes) ubicados principalmente en el nivel municipal en Venezuela, Nicaragua, México y Brasil. Adicionalmente, se propone interiorizar al lector en las relaciones que se establecen entre dichas experiencias novedosas, los clásicos circuitos de la representación electoral y el campo técnico-burocrático de la política pública.

				¿Cuál es el resultado del encuentro entre iniciativas de participación novedosas y viejos mecanismos políticos jerárquicos (redes clientelares, centralismo, etc.)? ¿Son experiencias genuinamente novedosas, o son espacios que bajo nuevos nombres esconden antiguas prácticas políticas? ¿Qué significados adquieren estas experiencias desde la perspectiva de los actores (ciudadanos, gobierno, sociedad civil)? ¿Cuáles son los circuitos de representación que se construyen en torno de estos espacios? ¿Qué permite explicar el mejor desempeño de algunos espacios de interfaz en comparación con otros que no reportan este resultado? Éstas son algunas de las preguntas que guiaron la construcción de este primer volumen, que el lector tiene ahora en sus manos. 

				¿Cómo se relacionan los circuitos de representación con la conflictividad política en estos espacios locales de participación? ¿Cómo se comportan la representación, la participación y el conflicto en municipios con alta composición indígena? ¿Cuál es el papel de los poderes fácticos en la reconfiguración de los conflictos, la participación y la representación en los diferentes territorios subnacionales analizados? Éstas son algunas de las preguntas que guían un segundo volumen de esta obra. 

				Estos volúmenes son el resultado de un proceso de discusión y análisis a lo largo de tres años, protagonizado por una red de académicos, miembros de la sociedad civil y de la cooperación internacional.[1] En el transcurso de estos años, se desarrollaron continuos encuentros para intercambiar información, habilidades de investigación, de incidencia y perspectivas analíticas. Las diversas reuniones y actividades que compartimos los autores del presente volumen, lograron consensos teóricos que construyeron un marco analítico mínimo común. También dejaron claras algunas interesantes disputas (especialmente en torno a los casos de Venezuela y Brasil). Así pues, un primer objetivo ineludible de esta introducción es compartir con los lectores las premisas del enfoque común que sustenta este volumen, y también comunicar las discrepancias existentes entre algunos de los capítulos. Consideramos que abrirnos al ejercicio transparente de dar a conocer tanto el consenso analítico como las disputas internas, constituirá una fuente de riqueza reflexiva para quienes desean internarse en las temáticas que se proponen en este libro.

				Por otra parte, esta introducción está acompañada, al final del libro, por un anexo donde se caracterizan los principales casos de estudio en que nos centramos, y donde se delimitan algunas características metodológicas de los capítulos. 

				En este sentido, vale la pena aclarar que el objeto en el que se enfocan los capítulos del presente volumen son los espacios de interfaz (Isunza y Hevia de la Jara, 2006), entendidos como lugares de contacto entre la sociedad civil y el Estado; espacios que pueden ser tanto de tipo cognoscitivo (compartir información desde el gobierno a la sociedad, o viceversa) como político (compartir la toma de decisiones también en los diferentes sentidos Estado-sociedad señalados para la dimensión cognoscitiva).

				En un inicio, el volumen comenzó centrándose en los casos específicos de los Conselhos Municipais de Desenvolvimento Rural (CMDR) en Brasil (Bahía, región sisalera), los Consejos Municipales de Desarrollo Rural Sustentable (CMDRS) en México (Oaxaca); los Gabinetes de Participación Ciudadana (GPC) en Nicaragua (Nueva Segovia y León); y los Consejos Comunales (CC) en Venezuela (Zulia y Caracas). Ello porque éstos fueron los casos que ocuparon a la investigación que dio origen al presente libro.[2] Los capítulos de Zaremberg, Maldonado y Martínez, Aceves, Moreira y Carneiro y Largaespada, se concentran específicamente en estos objetos de estudio.

				Sin embargo, a medida que avanzaba la construcción de la obra y se abría la discusión en nuestra red de intercambio académico, tomamos la decisión de incluir para cada caso un capítulo que contextualizara a nivel nacional los proyectos políticos (Danigno, Olvera y Panfichi, 2006), los rasgos institucionales, de diseño de políticas públicas y los procesos históricos en los que se enmarcan las experiencias de interfaz específicas analizadas a nivel local. Los capítulos de Berthin (para América Latina), Porras y Santos (para México), Chaguaceda y León (para Venezuela), Ferreira (para Brasil) y Prado (para Nicaragua), tienen el objetivo de enmarcar contextualmente a nivel nacional o regional el análisis de los casos específicos a nivel local. 

				Debemos mencionar que para el caso de México contamos con dos capítulos adicionales que terminan de dar forma a esta contextualización. El capítulo de Felipe Hevia ofrece un balance de los espacios de interfaz existentes en la forma de consejos ubicados en el nivel nacional. Por su parte, el capítulo de Georgina Caire nos permite un análisis más integral de los CMDRS, al ofrecernos un análisis de los mismos en un contexto contrastante (Guanajuato) con el caso oaxaqueño.

				También vale la pena comentar que los capítulos aquí mencionados se distribuyen en dos grandes secciones. La primera incluye la contextualización latinoamericana (capítulo de Berthin) y la comparación entre casos específicos (capítulo de Zaremberg).[3] En la segunda se ubican los capítulos que incluyen tanto la contextualización como el análisis de casos para cada país, comenzando por México (con los capítulos de Porras y Santos, Hevia, Caire y Maldonado y Martínez), para seguir con Venezuela (capítulos de Chaguaceda/León Álvarez y Aceves), Brasil (Ferreira y Moreira/Carneiro) y Nicaragua (Prado y Largaespada).

				Esperamos que esta introducción transmita efectivamente el marco de consensos y discusiones principales que se desprendieron del análisis específico y comparado de los casos, de la contextualización generada para cada país y del aprendizaje conjunto realizado a partir de este proceso colectivo de construcción.

				Los consensos: democracia y perspectiva de los actores

				A poco de haber comenzado la investigación que da origen a este libro, se hizo patente entre los participantes de la red de académicos, sociedad civil y cooperación internacional que la sustentaban, la necesidad de discutir con más profundidad sobre a qué democracia nos estábamos refiriendo en el contexto de la investigación. Al mismo tiempo, coincidíamos en que discutir sobre ello con profundidad no tenía que llevarnos a estancarnos en la duda analítica. En este sentido, siguiendo a Shapiro (2002), teníamos claridad con relación a que no buscábamos realizar una investigación donde el fin fuera el método (method driven), ni donde el fin fuera la teoría (theory driven). El consenso era claro: nuestra investigación estaría guiada por un problema (problem driven) donde la teoría y los métodos eran medios que nos permitían analizarlo y resolverlo. Con esta brújula en mente, nos zambullimos en la teoría. Contestar la pregunta sobre ¿qué democracia? implicó desarrollar dos tareas simultáneas que podríamos llamar procesos hipotético-deductivos e inductivos al mismo tiempo.

				De este modo, nuestra primera tarea autoasignada fue seleccionar a tres miembros de la red para que redactaran textos breves pero suficientes para disparar las discusiones teóricas que implícita o explícitamente surgían en torno a este tema cada vez que teníamos que tomar decisiones de investigación. La segunda fue realizar un trabajo exploratorio previo a la salida principal al trabajo de campo. A este trabajo exploratorio se sumaron las experiencias investigativas previas con las que contábamos.

				La primera tarea rápidamente nos mostró lo que previmos. Obviamente, la literatura acerca de “lo que es la democracia” es abundante (podríamos decir casi infinita), y si bien no había posiciones radicalmente diferentes entre los miembros de la red, había distinciones de énfasis importantes. Algunos se ubicaban más dentro del campo de teóricos normativos (Lefort, 2004; Mouffe, 2003); otros se centraban, en cambio, en cuestiones más clásicamente procedimentales (Przeworski, 1991; Downs, 1973; Lipjhart, 1968). Algunos consideraban fundamental tener en cuenta versiones elitistas de la democracia (Schumpeter, 1942); en cambio, otros se centraban en vertientes pluralistas (Dahl, 1971; 1979). Más allá de estos énfasis, los trabajos de O’Donnell (1993, 1997, 2000, 2003 y 2007) generaban un consenso bastante generalizado. Especialmente la idea de ciudadanías heterogéneas se consideraba pertinente para nuestros casos. Por otra parte, a pesar de las distinciones, nadie consideraba que la posición del otro debiera anularse o evitarse por completo en la reflexión; por el contrario, respetando esta pluralidad, intentamos reflexionar sobre qué aspectos específicos debíamos posicionarnos para explorar con más provecho lo que pretendíamos investigar.

				Dos cuestiones surgieron claramente como consensos. En primer lugar, la investigación había propuesto muy inicialmente elegir consejos ubicados en municipios de alta conflictividad política y alto deterioro democrático. Se decidió quitar el eje de deterioro democrático como un criterio para la selección de los casos. Para tomar esta decisión, fue importante “escuchar” la perspectiva de los actores recolectada en el trabajo exploratorio. Por ejemplo, las versiones de los entrevistados nos hacían preguntarnos: ¿podemos realmente hablar de “deterioro democrático” en América Latina?, ¿acaso hubo “anteriormente” una democracia fuerte (en las diferentes dimensiones que consideremos) en nuestros casos de estudio?

				De esta forma, evitábamos también el sesgo de seleccionar los casos por una variable que iba a estar demasiado próxima a nuestra variable dependiente. De haber incurrido en dicho sesgo, sólo hubiéramos encontrado resultados autoconfirmatorios. En cambio, se decidió abordar la pregunta por los resultados democráticos, en sentido amplio (incluyendo dimensiones tanto procedimentales como normativas, tanto pluralistas como elitistas), como parte de lo que queríamos explicar (la variable dependiente del estudio), no como criterio de selección. 

				Los casos de Venezuela y Oaxaca nos desafiaban particularmente. El primero, porque el proceso chavista era tan denostado como endiosado por diversos autores contemporáneos, y muchos de ellos utilizaban diferentes posiciones sobre el concepto mismo de democracia.[4] Por su parte, el segundo caso, Oaxaca, es el único estado de la República Mexicana en el que se eligen cargos municipales por usos y costumbres,[5] por lo que implicaba un desafío a las definiciones clásicas de democracia centradas en procesos electorales asentados en el derecho liberal occidental. 

				Las narraciones exploratorias ponían a dialogar fuertemente a la teoría, en sus diferentes versiones, con la perspectiva de los actores en las localidades. No parecía pertinente ir al trabajo de campo con el clásico texto de Dahl[6] en mano, con la única intención de clasificar si el caso en cuestión podía ser incluido en los parangones democráticos o no. Ante la pregunta de si lo que estaba pasando en un consejo era considerado democrático o no, un entrevistado oaxaqueño se reía y nos decía: “¿Cuándo ha habido democracia aquí?” O un entrevistado venezolano comparaba con el pasado reciente y decía: “Con los Adecos[7] llegaba menos y estaba todo controlado para ellos […] ahora llega más […] no te voy a decir que no se quiere controlar […] pero hay por dónde entrar. Yo no entiendo cuando dicen que lo de antes era democracia y esto no es”. Con estas versiones en mano, nuestra tarea era otra. 

				La teoría democrática nos serviría para operacionalizar el concepto y construir dimensiones de observación diversas; pero estas dimensiones tenían que “hablar” con los datos cuantitativos y cualitativos que construyéramos. Si los datos no se correspondían con la teoría, tendríamos que cambiarla, desarmarla o cuestionarla, no a la inversa. No podíamos forzar los datos para que encuadrasen en la teoría. Considerar seriamente la perspectiva de los actores en nuestro análisis (Long, 2007), constituyó un segundo consenso primordial entre los involucrados en la investigación. En este sentido, incluimos dimensiones específicas para indagar las percepciones de los actores en nuestros instrumentos de recolección, y estuvimos atentos a las preguntas que planteaban las voces recolectadas en campo.

				Los consensos: gobernanza, redes e intermediación

				Un tercer consenso se facilitó cuando, en medio de nuestras discusiones sobre la teoría democrática, quedó muy claro que compartíamos sólidamente un punto de vista no ingenuo con respecto a la gobernanza y la participación. La literatura sobre gobernanza especifica que los gobiernos están dispuestos a convertir sus redes de política pública en instancias interorganizacionales donde los actores civiles tienen mayor influencia (Rhodes, 1997, 2000; Marsh, 2000; Kooiman, 2000; Jordan et al., 2005). En países del cuadrante noroccidental, las definiciones sobre gobernanza parecen indicar, a pesar de la diversidad de tipologías, que los procesos de gobernanza se centran indiscutiblemente en la construcción de redes entendidas como “conjunto de relaciones relativamente estables entre actores públicos y privados que interactúan a través de una estructura no jerárquica e interdependiente, para alcanzar objetivos respecto de la política pública” (Chaqués, 2004: 36).[8]

				Desde nuestro punto de vista, sin embargo, la investigación realizada para América Latina enfatizaba que se requiere indagar las formas híbridas entre redes y jerarquías, especialmente en los niveles subnacionales, donde esta hibridación cobra formas sumergidas o no tan evidentes (Porras, 2005, 2007; Guarneros y Geddes, 2010). 

				En el mismo sentido, la literatura sobre participación y políticas públicas coincidía desde hacía tiempo en que la mera existencia de participación, considerada en sí misma, no arroja necesariamente resultados horizontales e inclusivos en el contexto latinoamericano (véase Cunill, 1997). 

				Nuestras nociones sobre gobernanza y sobre participación estaban informadas de una señal de “alerta” enraizada en la conocida advertencia de Evelina Dagnino acerca de una “confluencia perversa” en la que ciertas plataformas semánticas, centradas en términos aceptados como legítimos (ciudadanía, democracia y, por supuesto, participación), son compartidas por fuerzas políticas opuestas (Dagnino, 2002, 2004, 2006 y 2007). Nuestras preguntas de investigación habían nacido a la luz de esa alerta tanto teórica como empírica, que mostraba usos y resultados controvertidos en torno a la participación y las redes de políticas públicas en América Latina. 

				A pesar de este nacimiento plagado de suspicacias, nuestras preguntas de investigación, al igual que varios textos actuales sobre participación (véase Santos, 2002, y Thompson, 2007), no desistían de buscar qué factores permiten, y cuáles obstaculizan, un tipo de redes —y de participación— más horizontal e inclusivo. La teoría de redes, más específicamente, la teoría de grafos, cumple una función especial a este respecto, en un sentido que no es únicamente técnico. 

				Para nosotros, las clásicas discusiones sobre medidas de centralidad desarrolladas en el marco de la teoría de grafos (Bavelas, 1958; Shimbel, 1954; Busacker y Saaty, 1965; Freeman, 1977), implican derivaciones conceptuales con importantes repercusiones empíricas. Las precisiones lógico-matemáticas de esta teoría nos ayudan, en buena parte, a deslindar algunas confusiones semánticas que opacan, desde nuestra perspectiva, las discusiones sobre participación y gobernanza.

				El primer y más importante deslinde se relaciona con las nociones mismas de redes y jerarquías que tanto se habían popularizado como opuestos en la literatura sobre gobernanza. Desde el punto de vista de la teoría de grafos, las jerarquías son un tipo más de red (o grafo) entre las posibles. Una red se refiere a la existencia de un espacio de relaciones entre “nodos” (i.e.: individuos, organizaciones, actores, etc.), relacionados o no relacionados entre sí, esto es, conectados o no conectados por líneas que suponen la posibilidad de varios “recorridos” (o intercambios) para llegar de uno a otro punto de la red (Harary, 1969). Concretamente, estas conexiones (y desconexiones) conforman diferentes figuras. Las jerarquías son aquellos grafos conexos en los que cada nodo puede pasar si y sólo si existe un antecesor en el recorrido hacia otro nodo. Nótese la asociación entre esta definición técnica y la definición más clásica de jerarquía, propuesta por Williamson (1971), como las “reglas de gobierno” que organizan la relación entre las partes en intercambio de manera “que una de las dos retiene, por derecho o por costumbre, la mayor parte de la autoridad para determinar cómo se cumplirá el contrato” (Kreps, 1995: 672).

				Por su parte, las figuras contrarias a las jerarquías, las redes aplanadas, son aquellas en las que todo nodo puede pasar por otros múltiples nodos para llegar a cualquier otro punto de la red. En términos de figuras, la teoría de grafos puede resultar muy pedagógica: una red jerárquica asumirá la forma de un árbol o estrella, y una red aplanada tenderá al círculo o al hexágono.

				De esta forma, los tipos de redes y jerarquías que en la literatura de gobernanza parecen desprenderse de dos mundos diferentes, desde la teoría de grafos constituyen continuos que, en determinado punto, pueden pasar a adquirir una forma más jerárquica o más aplanada. ¿Cuál es el factor de este pasaje?

				Los lazos existentes en una red pueden ser densos, escasos, cerrados, abiertos, débiles o fuertes (Grannoveter, 1985, 1983, 1973; Coleman, 1988); pero lo que nos interesa con precisión es el punto o momento exacto en el que un espacio de relaciones se transforma en un tipo particular de red: una jerarquía. En este sentido, las nociones de centralidad, magistralmente clarificadas por el ya clásico texto de Freeman (1977), tienen aún mucho que decir. El punto fundamental de este pasaje es la existencia de “nodos” que, a la manera de gate keepers, monopolizan los recorridos y van generando uno y sólo un antecesor por el que pasar. De entre las medidas de centralidad existentes, la referida a la intermediación (betweenness, en inglés) constituye un punto central que es necesario observar, con miras a descubrir qué redes terminan adquiriendo formas jerárquicas.[9] En otras palabras, la teoría de grafos nos indica con bastante precisión una dimensión que es necesario medir y observar, si queremos contestar a la pregunta de si las nuevas experiencias de participación esconden viejos mecanismos políticos jerárquicos. Precisamente, esta teoría nos lleva a aplicar una mirada más aguda al tipo de control político que se ejerce en las redes. Concretamente, nos indica la necesidad de observar si los nodos (actores, individuos, organizaciones, etc.), tanto dentro como fuera de los consejos, terminan monopolizando o controlando la circulación de intercambios (de información, de recursos, de decisiones, etc.). Cuanto más monopólico se vuelva ese control, más se acerca la red a una jerarquía (o árbol) y más se aleja de una red aplanada (hexagonal o circular). Esto significa que los circuitos de intermediación cobran en mayor medida una lógica vertical, en el sentido de controlar dicha intermediación, alejándose de circuitos de acceso y circulación horizontales e inclusivos. Además, en el medio (entre estas figuras) pueden dibujarse muchas otras que contienen diferentes híbridos entre redes aplanadas y redes jerárquicas. La jerarquía y la red, divorciadas en los planteos clásicos de gobernanza, pueden, en cambio, coexistir e hibridarse en diversas medidas, desde la perspectiva de la teoría de grafos. 

				Los consensos: participación y representación

				Conforme fuimos precisando nuestras posiciones sobre gobernanza, consideramos errada la tendencia de ciertos estudios dentro de las ciencias políticas que ubican la participación electoral como un hecho aislado de otras participaciones. La idea de una democracia representativa electoral como un hecho separado y/o contrapuesto a la idea de una democracia participativa, estaba totalmente fuera de nuestras concepciones. Por el contrario, sosteníamos que las relaciones entre experiencias de participación societal y participación electoral son más abundantes de lo que habitualmente se cree, y que considerar estos circuitos de manera separada, en campos analíticos divorciados, constituía un gran error. Esto era especialmente cierto tanto en lo relativo a procesos de democracia indirecta como en lo relacionados con los espacios de interfaz que analizamos.[10]

				La noción de representación en relación con la participación, se volvió crucial. Ello implicó considerar, entre otras cosas, cómo se eligen los miembros dentro de los consejos estudiados. Las diferencias entre consejos compuestos por miembros designados por organizaciones, o elegidos por algún procedimiento de votación, o seleccionados por mecanismos propios de usos y costumbres, todos estos mecanismos constituyeron un punto de interés que debía ser observado.

				Sin embargo, la relación entre participación y representación excede la selección y composición de los consejos estudiados. Reclama, adicionalmente, analizar el papel y función de los consejos mismos en la intermediación de demandas, beneficios y derechos. 

				Dos conceptualizaciones embonan con estas reflexiones. Una de ellas es la idea de la innovación democrática como un proceso de creación institucional que va más allá de la participación ciudadana directa y en el que se articulan modalidades continuas —no extraordinarias— de incidencia social sobre el poder público y su aparato administrativo, e incluso sobre el propio sistema político (Isunza Vera y Gurza, 2010: 21), Esta idea enmarcaba consistentemente nuestro recorte y objetos de estudio. 

				De estos autores tomamos igualmente la noción de participación asociada al control societal, entendido como aquellas prácticas de control sobre el poder público que son ejercidas por actores colectivos organizados (a diferencia de la participación que remite al ciudadano en su estatus político individualizado y que está implicada en la representación electoral y en diversos mecanismos de democracia directa) (Isunza Vera y Gurza, 2010: 23).

				Tras estas inclusiones conceptuales quedó claro, como cuarto consenso, que no concebiríamos ni la participación en versión de control societal ni la electoral en estado “puro”, como hechos aislados e indiferentes uno del otro. En cambio, nos interesaría especialmente ver, en las redes que se construían en torno a los consejos, el tipo de relación que se construía con los partidos políticos, pero también con otros actores alternos al mundo electoral. La idea de circuitos de representación, presentada en el capítulo de Zaremberg como trayectorias recurrentes dentro de las redes entre actores diversos de la representación, es un producto derivado específicamente de este objetivo de análisis. En este sentido, nos interesó detectar la presencia de actores electorales y no electorales (por ejemplo, actores corporativos) que protagonizan caminos habituales para representar intereses y demandas intercambiando diferentes beneficios.

				Los disensos: Venezuela: ¿cooptación o movilización?

				El diseño de instrumentos de medición cualitativos y cuantitativos para ser aplicados en el trabajo de campo a lo largo de la investigación, se construyó con los consensos antes citados. Sin embargo, a la hora del análisis surgieron nuevas discusiones. Especialmente, la tarea de generar un capítulo más general de contexto para cada país que convocara a nuevos investigadores y enmarcara el análisis de casos más específicos, introdujo por la ventana interesantes aristas de debate a las que inicialmente habíamos cerrado la puerta.

				Una de las discusiones más importantes —y apasionadas— durante esta fase del trabajo compartido, surgió en torno al caso de Venezuela. Todos los investigadores coincidimos en que no era útil ubicar el análisis sobre los Consejos Comunales (CC) en Venezuela dentro de una óptica maniquea que hiciera burdamente el juego a la polarización política extrema imperante en ese país. 

				Sin embargo, los CC, como fuente primordial y explícitamente señalada de soberanía del proyecto de Socialismo XXI en Venezuela, se mostraban de todas maneras como un objeto esquivo y controvertido para el análisis. Una muestra de dicha controversia en este primer volumen son los capítulos relativamente contrapuestos de, por un lado, Chaguaceda y León, y por el otro, de Zaremberg y Aceves. 

				Chaguaceda y León, convocados a escribir en este volumen un capítulo contextual sobre el proceso de construcción de los CC, exponen una hipótesis, que ellos denominan “larga”, por medio de la cual procuran ubicar la evolución de los CC en el complejo proceso histórico del proyecto chavista. De esta manera, los autores proponen con justeza que “el proceso político abierto en 1998 promovió la implementación de un proyecto democrático participativo que superara los déficits de la IV República”; sin embargo, “esta iniciativa, impulsada por amplios sectores populares y medios, unidos a organizaciones de izquierda y gobiernos locales afines, coexistió con un componente militar autoritario que paulatinamente cobró fuerza dentro del campo bolivariano”. Los autores agregan que éste no es un proceso inacabado e irreversible, pero sí un proceso en que puede observarse una tendencia donde lo autoritario está prevaleciendo sobre lo participativo. 

				Por su parte, Aceves reconoce un cambio importante en la función de los CC a partir del intento de reforma constitucional de 2007, ligado a la construcción del denominado Socialismo del Siglo XXI. En este sentido, coincide en buena parte con Chaguaceda y Léon Álvarez en que la Ley Orgánica de los Consejos Comunales, aprobada en 2009, es parte importante de una estrategia de baipás, que “rodea la obstrucción [que representa para el proyecto chavista] la Constitución de 1999 y el hecho de que la Reforma no fuese apoyada por la mayoría de la población”. En concreto, este baipás “representa una tendencia a la centralización y vanguardización del proceso y una suerte de desconexión entre la potencia y la potestas, que, al hacer avanzar el proyecto sin el respaldo popular, actúa como vanguardia”.

				Hasta allí las coincidencias. Ubicadas en la investigación etnográfica y cualitativa en los territorios, como premisa de la investigación que dio origen a este libro, Aceves y también Zaremberg advierten unas inferencias adicionales a estas conclusiones. Aceves, centrada en el estudio de diferentes CC en Caracas, analiza un proceso variado de apropiación por parte de individuos y colectividades en las localidades, que va desde el apoyo a los lineamientos erigidos por parte del gobierno, hasta aquellos que conciben a los CC como espacio público que pertenece tanto a chavistas como a no chavistas. Desde allí los actores locales construyen proyectos y gestiones pensadas para el barrio y/o la vecindad. Por su parte, Zaremberg, centrada en casos ubicados en Zulia, utilizando el análisis de redes y la investigación cualitativa, observa que las intermediaciones no están tan monopolizadas como podría haberse esperado en los casos venezolanos. A pesar que se detectó (a lo largo de los tres años en que transcurrió la investigación) un incremento en los intentos de control de estas intermediaciones por parte de diputados del Partido Socialista Único Venezolano (PSUV) y de la Fundación para el Desarrollo y Promoción del Poder Comunal (Fundacomunal, formalmente encargada de la coordinación de los CC), el logro de esta cooptación no puede darse por hecho. Los miembros de los consejos estudiados, aunque mayoritariamente autodenominados chavistas, muestran un perfil de adhesiones heterogéneas (que se asemeja más a la adhesión de la movilización política ambigua y conflictiva entre diferentes facciones que luchan por la hegemonización del proceso político en marcha). Aún más, comparando este proceso con el caso nicaragüense (con todos los controles que la distancia entre estos casos amerita), Zaremberg muestra hasta qué punto difieren las formas más (Nicaragua) y menos (Venezuela) jerárquicas o monopolizadas de las intermediaciones partidarias en uno y otro caso. Ambas autoras (Zaremberg y Aceves), sin descartar la presencia de controles clientelares partidarios, coinciden en observar espacios y sociedades más “vivas” en torno a los CC de lo que se desprendería de una simple imagen de consejos al servicio único de un partido que hubiera logrado una cooptación total de sus adherentes.

				Por su parte, Chaguaceda y León Álvarez, más centrados en el estudio de aquellos CC conformados por miembros de oposición chavista en Zulia, y conjugando datos iniciales de entrevistas con un profundo análisis del marco jurídico que rodea y define a los CC, advierten con mayor énfasis acerca de la creciente exclusión de este tipo de miembros y acerca de un proceso en torno a los CC que va desde un “involucramiento generoso” a una “administración desconfiada”; un proceso en el que puede leerse la intención creciente de integrar a los CC dentro de la administración estatal a la manera de “burocracias comunitarias”. 

				Desde la propuesta general de este libro, podemos decir que para el caso de Venezuela el capítulo de contextualización (Chaguaceda y León Álvarez) y los análisis específicos de casos, coinciden en que los CC son parte de un proceso de recentralización estatal que se opone a instancias de representación electoral (como las alcaldías). Sin embargo, unos y otros capítulos muestran aspectos contradictorios que coexisten en torno a los CC. Por un lado, las tendencias a la cooptación, a la exacerbación de la polarización y a la obstaculización de una participación autónoma por parte de toda la ciudadanía (especialmente por parte de aquellos que no se adhieren al proyecto chavista), son enfatizadas por Chaguaceda y León Álvarez. Esto, sin por ello presentar un proceso histórico simplista a los ojos del lector. Por otra parte, reconociendo también una evolución general hacia esta tendencia, pero centradas en la perspectiva de los actores en los territorios, Zaremberg y Aceves reconocen aspectos de cooptación pero enfatizan aquellos elementos que alertan sobre una interpretación únicamente centrada en ello. Desde estas diferentes miradas, incluso los textos discuten implícita o explícitamente entre sí.

				En este sentido, en buena parte porque el propio proceso histórico y político de los CC sigue abierto, la discusión permanece también abierta. Luego de variados debates entre los autores (e incluso de varias reescrituras de los respectivos capítulos), hemos querido dejar plasmada esta pluralidad de miradas, incluso de estrategias metodológicas, sobre un mismo objeto de estudio. En esta clave, sugerimos al lector que recorra estos capítulos específicos. 

				Los disensos. Brasil: ¿ejemplo participativo o participación limitada?

				Un segundo debate cobró fuerza dentro de la red que dio origen a este libro a la hora del análisis de la información recolectada en campo y de su contextualización. El debate se produjo entre aquellos que se centraban en la comparación de casos y aquellos que se ubicaban en el análisis en profundidad del caso mismo. En este sentido, el caso de los Consejos Municipales de Desarrollo Rural Sustentable (CMDRS) en la región sisalera del estado de Bahía, Brasil, generó una serie de discusiones y reflexiones tanto empíricas como metodológicas. 

				A la luz de la comparación, el caso aparecía en principio mostrando ventajas importantes en cuanto a la horizontalidad de las redes. Especialmente en algunos municipios, las medidas de centralidad ligadas a la intermediación eran claramente las más bajas. Esto implicaba que los actores involucrados en dichas redes podían contactarse entre sí, accediendo a diferentes recursos e información, por una variedad de caminos más diversos que en el resto de los casos. Es decir, las conexiones entre actores (nodos) estaban menos monopolizadas. Adicionalmente, otras medidas ligadas a la centralidad también eran bajas, y las redes al exterior de los CMDRS eran densas y estaban compuestas por una pluralidad de actores no registrada en el resto de los casos estudiados. 

				El hallazgo no era en absoluto menor. Si considerábamos que habíamos elegido municipios similares en cuanto a nivel socioeconómico y desarrollo institucional (véase el anexo) a los seleccionados en Oaxaca, Venezuela y Nicaragua, y si además observábamos que el caso bahiano había evolucionado desde importantes situaciones de conflicto político (especialmente en torno a la tenencia de la tierra) hacia redes que mostraban esa sinergia; si teníamos en cuenta esos datos, había mucho por entender y explicar. ¿Por qué en condiciones similares estos municipios presentaban resultados diferentes, concretamente más prometedores en términos de horizontalidad, pluralidad y transformación del conflicto?

				La información cualitativa recogida en primera instancia apuntaba hacia la fortaleza de las organizaciones, hacia las peculiaridades de su conformación histórica común enraizada en organizaciones eclesiales de base,[11] y finalmente hacia la relación con un proyecto político que proponía complementar representación participativa con representación electoral. También enfatizaba la sinergia entre un perfil de sindicatos de agricultura familiar en relación fructífera con organizaciones de la sociedad civil y que reportaban objetivos y estrategias ligadas a bienes públicos comunes, altamente legítimos en la región. Finalmente, resaltaba, como una curiosidad, la presencia de un proyecto político, referido a la existencia de un partido político (el Partido de los Trabajadores: PT) que, en las voces de los actores entrevistados, aparecía como un actor clave, apoyado por las asociaciones, pero que no subsumía por completo la lealtad de las mismas. 

				Las diferencias con los casos de estudio no podían ser más significativas. Las redes en torno a los CMDRS en Oaxaca mostraban altos indicadores de monopolio en la intermediación. Los actores que solían controlar la intermediación eran organizaciones corporativas rurales o los propios presidentes municipales ligados a camarillas políticas (e incluso familiares). Las organizaciones corporativas se alejaban sustantivamente del perfil ciudadano abierto a las organizaciones civiles que mostraban los sindicatos agrarios bahianos. 

				Por otra parte, en contraposición al caso venezolano, no se observaba en Bahía, en primera instancia, un proceso que intentara un baipás (al menos no tan radical) con respecto a las autoridades electivas municipales. La representación surgida de la participación en Bahía no se presentaba como necesariamente opuesta a (aunque a veces sí podía resultar conflictiva con) la representación surgida por medios electorales en el nivel municipal.

				Por otra parte, la composición de miembros dentro de los CMDRS bahianos resultaba pletórica de participación de miembros de organizaciones sociales de diversos tipos. Para ubicarnos en los extremos de la comparación, si en Nueva Segovia y León (Nicaragua) prácticamente la totalidad de los miembros del Gabinete de Participación Ciudadana (GPC) se declaró militante del Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN), en la región sisalera de Bahía, más de 80% de los interrogados declararon su pertenencia a alguna organización sindical, social o civil de la región, superando incluso lo que la ley exige con relación a que al menos 50% de los consejos estuviera integrado por la sociedad civil y otro 50% por el gobierno. La fortaleza de esta presencia es tal que, en muchas de las entrevistas, los miembros del consejo referían que estaban en una reunión “del movimiento” (así llaman al conjunto de las redes de organizaciones afines sobre agricultura familiar en la región), y no en una reunión del propio CMDRS.

				Sin embargo, frente a estas primeras constataciones, otros datos recolectados mostraban paradojas e inquietudes. Esas paradojas e inquietudes fueron profundizándose a medida que volvíamos a campo. Por un lado, paradójicamente, en tanto transcurría la investigación íbamos recibiendo información acerca de la debilidad que asumían muchos CMDRS en contraposición con el Conselho Regional de Desenvolvimento Rural Sustentável da Região Sisaleira (CODES-SISAL), ubicado a nivel territorial. La cuestión era curiosa: ¿por qué con redes externas comparativamente más fuertes, los consejos municipales bahianos estudiados se debilitaban de una forma similar a los consejos mexicanos?

				Al analizar integralmente los datos, pudimos observar que los recursos federales para la agricultura familiar estaban dirigidos en primera instancia al nivel territorial, al CODES-SISAL.[12] En este punto fue interesante observar cómo los municipios que cuentan con redes asociativas más sólidas (donde son especialmente fuertes los sindicatos de agricultura familiar en conjunción con también fuertes organizaciones de la sociedad civil) han podido aprovechar mejor los recursos programáticos que se derivan de esta instancia territorial. Estos municipios incluso han tenido las capacidades y contactos suficientes para acceder a otras ofertas programáticas, tanto gubernamentales como no gubernamentales. En cambio, los municipios en donde estas redes son menos fuertes se han visto, en alguna medida, excluidos de dicho acceso. Los casos analizados en Brasil nos muestran que la fortaleza de las redes asociativas es clave para impulsar un acceso más amplio a recursos, pero que, al mismo tiempo, si estas redes no están acompañadas por reglas que garanticen la igualdad de acceso entre municipios en un territorio, se pueden generar élites participativas que compiten entre sí de manera desigual. 

				En otras palabras, las redes de participación y gobernanza encontradas en la región sisalera de Bahía muestran en algunos municipios rasgos “soñados” por la literatura como indicadores de horizontalidad, fortaleza y, hasta cierto punto, autonomía. Sin embargo, con esos mismos rasgos, pueden generar o perpetuar al mismo tiempo una lógica de acceso desigual a los exiguos recursos ofertados por la política de agricultura familiar. El hallazgo es sumamente provocativo, porque además unos cuantos entrevistados reclamaban la presencia de un tercero: el gobierno (nada más y nada menos que la administración jerárquica) como el actor necesario para intervenir y hacer valer una regla imparcial de distribución entre municipios. ¿Nos están mostrando los casos bahianos analizados que cuando las redes no se fortalecen en igual medida, se necesita de un gobierno, de una jerarquía o, más precisamente, del monopolio legítimo de la violencia, para propiciarlas o al menos para garantizar mecanismos de distribución más equitativos? ¿Pueden acaso existir redes igualmente eficaces sin jerarquías gubernamentales potentes? Por otra parte, ¿se están comiendo las redes bahianas su propia creación? Redes que habían sido creadas al amparo de un proyecto político de izquierda, ¿no pueden observar por sí mismas una falla propia relativa a uno de los contenidos (la igualdad) más preciados por el proyecto político por el que habían luchado? Si así era, ¿por qué sucedía esto?

				Las visiones ubicadas tanto en un punto agudo de las críticas a este caso, como, por el contrario, en un punto apologético sobre el mismo, produjeron un interesante debate en torno a cuáles podían ser las causas de esta situación en los casos bahianos estudiados, y en torno a cuál podría ser el alcance de los mismos en comparación con el resto de los casos analizados en otros países. Las autoras originarias del territorio bahiano, que además son o habían sido protagonistas del movimiento social en la región, por un lado, y algunos investigadores de otros países, por el otro, fueron los protagonistas de este debate. Mientras que las primeras ofrecían una visión bastante pesimista del caso bahiano, el resto de los investigadores de las otras regiones oían los problemas descritos por estas autoras un tanto extasiados deseando, de alguna forma, llegar a encontrar siquiera esos mismos problemas en los territorios estudiados. 

				Desde el punto de vista de las primeras, las paradojas encontradas eran la punta del iceberg de un movimiento social en crisis. Con abundante información etnográfica e información participante, y utilizando la información recolectada en campo, el capítulo de Moreira y Carneiro expone con maestría los problemas escondidos detrás de los logros de las redes bahianas. Por una parte, señalan que el movimiento está perdiendo a sus líderes, quienes han pasado a formar parte del nuevo gobierno de alternancia del PT en el Estado. Esta alternancia fue nada más y nada menos que un triunfo largamente esperado, y en gran medida un logro impulsado desde las bases mismas de dicho movimiento. El análisis muestra, por lo tanto, a un movimiento que se debilita paradójicamente precisamente al triunfar. La reflexión resulta por demás interesante cuando se observa cómo lo arrollador de este triunfo está implicando esta debilidad. En nuestra última fase del trabajo de campo, pudimos observar cómo (en buena parte gracias a las peculiaridades institucionales que enmarcan a los partidos políticos en Brasil)[13] numerosos alcaldes que en el primer año de investigación se enrolaban en las fuerzas carlistas,[14] en el tercer año de nuestro trabajo de campo ya se habían afiliado a las filas del PT bahiano. Así, alcaldes conservadores pasaban a engrosar las filas de un partido ubicado a la izquierda del espectro político, hibridando en el territorio viejos mecanismos clientelares con el lenguaje y los mecanismos de la participación petista, los cuales son, paradójicamente, fruto de la lucha de las redes sociales descritas. De esta forma, sin duda, la tesis de la crisis de un movimiento social detrás de la fortaleza o debilidad de los logros en torno a los espacios de participación en Bahía, deberá seguirse cuidadosamente en futuras investigaciones, y sin duda habrá que continuar observando la dinámica peculiar que adquieren estas redes con otras interfaces de políticas públicas más consolidadas (como los consejos existentes en los temas de salud, educación e infancia y adolescencia).

				Por otra parte, cabe señalar las reflexiones de aquellos que observaron los casos bahianos desde una óptica comparada. En primer lugar, debe advertirse que varios autores y colegas de la red que acompañó al proyecto señalaron no sólo la importancia de la comparación con respecto a nuestros casos, sino también con relación a otras experiencias de participación en espacios de interfaz en el propio territorio brasilero. De esta forma, Avritzer (2010, 2007) ya ha señalado las tendencias menos innovadoras de la participación en la región del nordeste frente a las ubicadas en la región sur y centro de Brasil. Ernesto Isunza, en varios espacios del proyecto que dio origen a este libro, mostró las diferencias entre la arquitectura institucional de los espacios de interfaz en la zona eminentemente urbana de San Pablo, señalando la importancia de observar el nivel de innovación de estas experiencias en relación con el control societal que logran ejercer en comparación con los resultados más precarios a este respecto en el nordeste rural. Sin embargo, tal como señalamos, nuestros casos son similares (no en términos de la variable dependiente: la participación, sino en términos de las variables independientes de selección centradas en el nivel socioeconómico y el desarrollo institucional de los municipios (véase Zaremberg en este volumen). Los casos bahianos estudiados, en contraste con el resto de los casos de estudio, nos dan insumos importantes tanto para el aprendizaje académico como para generar recomendaciones destinadas a la incidencia en políticas. En este sentido, a pesar de las problemáticas propias del caso señaladas y de las posibles deficiencias en contraste con otros casos más avanzados de innovación democrática dentro del propio Brasil, consideramos que los consejos bahianos estudiados muestran rasgos que, en sentido relativo, constituyen un valioso contrafáctico. En otras palabras, los casos bahianos estudiados nos plantean hasta cierto punto lo siguiente: ¿por qué en condiciones similares los resultados son relativamente diferentes? Los puntos de contraste encontrados permiten detectar qué factores pueden contribuir a avanzar hacia redes de participación relativamente más innovadoras en cuanto al logro de ciertos niveles de horizontalidad y pluralidad (aunque no necesariamente en términos de inclusividad e igualdad de acceso a recursos de la red).

				Así pues, en este volumen se ofrece al lector un análisis tanto de los factores internos como externos que pueden explicar el mejor o peor desempeño en términos de nuestra pregunta de investigación: ¿son los nuevos espacios de interfaz generadores de redes de participación horizontales, inclusivas y plurales o, por el contrario, son nuevos nombres que esconden viejos mecanismos políticos? Las siguientes páginas esperan constituir un aporte a la exploración comparada de esta pregunta.
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            Capítulo (contextual) 1 

				Una primera aproximación a la dinámica y los dilemas de la gobernabilidad democrática subnacional en América Latina

				Gerardo Berthin

				Introducción[1]

				En las dos últimas décadas se han producido reformas democráticas considerables a lo largo y ancho de América Latina. En ese contexto, uno de los cambios más profundos que ha venido evolucionando desde hace tres décadas es la gobernabilidad democrática subnacional,[2] empujada en gran medida por procesos de descentralización y por la demanda ciudadana de un Estado más efectivo, pero también por los ideales democráticos de abrir nuevos espacios a la participación ciudadana, acortar la brecha entre lo rural y lo urbano, y redistribuir en forma más equitativa y transparente los recursos públicos y la riqueza nacional.

				Durante estas tres décadas, la mayoría de los gobiernos nacionales en América Latina ha extendido arreglos institucionales (diversos en forma, alcance y profundidad) a favor de la gobernabilidad subnacional. En gran medida, estos procesos han estado ligados a las reformas de descentralización, que comprenden la desconcentración, la delegación y/o la devolución de aspectos políticos, administrativos y fiscales a unidades subnacionales (estados, provincias, departamentos, municipios, comunas, parroquias), y han apoyando la transferencia financiera gradual de recursos del presupuesto nacional.[3] Así mismo, la consolidación democrática continúa mediante un número creciente de procesos electorales en el ámbito subnacional; procesos que están permitiendo la elección de gobernadores, alcaldes y miembros de consejos de gobierno locales que muchas veces representan a sectores anteriormente excluidos (pueblos indígenas, descendientes de africanos, mujeres, sectores pobres). Por último, aunque no es menos importante, existe una creciente ola normativa en la región para promover en el ámbito subnacional la participación de la ciudadanía en los procesos de toma de decisión.

				La gobernabilidad subnacional y la descentralización en America Latina, en parte por las particularidades normativas y constitucionales de cada país, no han sido procesos homogéneos, aunque muestran algunas tendencias generales que son similares. Existe evidencia de que la región ha avanzado, con relación a la gobernabilidad subnacional, a ritmos diferenciados, y de que se ha producido una apertura de los espacios subnacionales hacia mayores niveles de intermediación y participación. De igual forma, existe evidencia que muestra varias formas y modalidades (consejos sociales y económicos, veedurías, comités de vigilancia, cabildos abiertos y comités de desarrollo, para nombrar sólo algunos) no sólo de movilizar a los actores sociales del espacio subnacional, sino también de que éstos tengan alguna incidencia en la toma de decisiones. En todo caso, los procesos de gobernabilidad democrática subnacional en la región han estado ligados al grado de amplitud, alcance y calidad de los procesos de descentralización.[4] Lo que no queda claro todavía es la efectividad de los gobiernos subnacionales como articuladores de demandas y medios para la construcción e implementación de políticas públicas. De igual forma, no queda claro si el espacio subnacional es una nueva plataforma para la gobernabilidad democrática, o si en la práctica terminará siendo cooptado y avasallado por las viejas prácticas e instituciones clientelares y fuerzas políticas nacionales y dinámicas centralizadoras.

				Objetivo del artículo

				El objetivo de este artículo es contribuir a examinar la relación entre los procesos de gobernabilidad democrática subnacional y la participación ciudadana, y dar cuenta de sus alcances y desafíos. En particular, investigaremos con mucho interés en qué medida los gobiernos subnacionales están aprovechando sus nuevas potestades, atribuciones y mecanismos de participación ciudadana para mejorar la gobernabilidad democrática y fomentar la calidad de vida en sus territorios, y los factores que afectan estos procesos. Aunque el artículo no pretende ser sino una primera aproximación, puede servir de contexto para analizar, comparar y comprender mejor la dinámica y las oportunidades y desafíos de los procesos de gobernabilidad subnacional en América Latina.

				El foco de análisis de este artículo será el espacio subnacional en América Latina; examinará sus principales variedades lo mismo que los factores que determinan cuán efectivos están siendo para la inclusión y participación de actores sociales y/o para mejorar el ciclo de políticas públicas. El artículo analizará —siempre con base en la evidencia empírica, las observaciones en el terreno y las entrevistas con informantes clave— no sólo la dinámica democrática en el espacio subnacional, sino también en qué medida el espacio subnacional ha logrado que los puntos de contacto democráticos entre sociedad civil y Estado se renueven y evolucionen a partir de su forma tradicional.[5]

				Como hipótesis general, se puede argumentar que pese al gran número de mecanismos de participación subnacional en América Latina, se trata de procesos todavía no consolidados que a menudo semejan una especie de “crucigrama” por resolver; es decir, a pesar de la apertura a los espacios subnacionales, y a despecho de la presencia y/o aplicación de una inmensa variedad de formas, modalidades y mecanismos de participación ciudadana, esto no ha trascendido todavía a ejercicios efectivos de diálogo e interacción sistémicos, de tal forma que el espacio subnacional se convierta en un nuevo espacio de concertación y negociación para políticas públicas subnacionales. En la mayoría de los casos, los actores del ámbito subnacional prefieren acudir a los partidos políticos, a los poderes de decisión nacionales u otras formas tradicionales e informales para resolver sus problemas o conflictos. 

				Dos preguntas clave guiarán este artículo:

				1.	¿Cuál es el estado de las principales formas, modalidades y mecanismos de participación ciudadana en el ámbito subnacional de la región?

				2.	¿Qué factores inciden para que los nuevos espacios subnacionales se conviertan o no en agentes efectivos de gobernabilidad democrática? 

				El artículo inicia con una introducción general y panorámica del espacio subnacional en América Latina, misma que servirá para contextualizar el estado de la principales formas, modalidades y mecanismos de participación ciudadana y su entorno. Luego se realizará un análisis de algunas formas, modalidades y mecanismos de participación subnacional en la región. Se hará una valoración de cómo la gobernabilidad subnacional y los procesos de descentralización promueven (o no) prácticas democráticas, de rendición de cuentas y transparencia. Si bien en la región se ha impulsado un proceso de participación política a nivel subnacional, la pregunta central sería si estas prácticas inciden realmente en los espacios decisorios, o si más bien reproducen viejos mecanismos informales de la política (clientelismo, captura política, entre otros). En la última sección, el artículo ofrece algunas reflexiones finales a modo de conclusiones.

				El diverso y complejo espacio subnacional en América Latina

				La emergente gobernabilidad democrática en los gobiernos subnacionales[6] de la región, ha sido producto de un lento aunque permanente proceso de reforma estatal que se inicia en la década de 1980. Estos procesos han tomado diferentes caminos y, hasta el momento, han generado diferentes experiencias y resultados. En muchos países de la región, los programas de modernización del Estado incluyeron un incremento del papel de los gobiernos subnacionales, en la prestación de servicios públicos, y fomentaron la participación de la sociedad civil en procesos de toma de decisiones. Sin embargo, en la mayoría de los países de América Latina, las políticas descentralizadoras y de fortalecimiento de los gobiernos subnacionales, no han sido necesariamente parte de una agenda política estratégica e integrada de reforma con metas e indicadores de corto, mediano o largo plazos. Más bien han respondido a presiones externas y/o han sido parte de una estrategia concebida desde arriba y de corto plazo, con miras a ganar nuevos espacios políticos en lo subnacional. Por ello, los procesos no han podido romper las viejas estructuras y se han encontrado con una serie de barreras políticas, institucionales y de recursos humanos que no han permitido la renovación o reactivación del espacio subnacional y la emergencia de nuevas formas de formular y gestionar políticas públicas. Por otro lado, el entusiasmo y la aspiración a profundizar reformas de gobernabilidad subnacional han sido más intensos que las propias reformas, y —en algunos casos indeliberadamente— las varias iniciativas no han estado articuladas con la realidad política y las propias limitaciones de los sistemas políticos, de la capacidad administrativa y el diseño institucional. Como veremos, esto no sólo ha abierto una brecha entre las aspiraciones y expectativas y la realidad, sino que también ha empezado a darle forma a la dinámica de gobernabilidad democrática en el espacio subnacional.

				Diversidad y complejidad de modelos, normas, actores y mecanismos

				Las experiencias de fortalecimiento de la gobernabilidad subnacional en América Latina, son diversas y complejas. Por ejemplo, entre los 19 países de América Latina hoy existen cuatro (Brasil, México, Argentina y Venezuela) cuyas constituciones federales favorecen teóricamente la autonomía de unidades de gobierno subnacional, y ofrecen un marco normativo más propicio para la gobernabilidad subnacional. En estos cuatro países existen más de cien gobiernos estatales o intermedios, y más de 10 500 municipios, con una gran diversidad de experiencias, y además sus gobiernos subnacionales reciben altos porcentajes de recursos de sus respectivos presupuestos nacionales. En la práctica, este marco constitucional federal no necesariamente garantiza un entorno favorable a los procesos de gobernabilidad democrática subnacional. En todo caso, el entorno federal para la gobernabilidad democrática subnacional también está vinculado en cierta medida a los procesos políticos en términos del modelo de descentralización (véase más abajo) y del modelo jerárquico, al igual que al papel de los Ejecutivos centrales y del presidencialismo.

				El caso de los otros 15 países en América Latina que tienen constituciones unitarias, es distinto, y no sólo porque sus divisiones políticas son en general más centralizadas (más de 250 departamentos, provincias, regiones, gobiernos intermedios y más de 5800 municipios), sino también porque este tipo de arreglos institucionales por su propia naturaleza no ofrece por lo general el marco normativo más adecuado para promover la gobernabilidad subnacional y los procesos de descentralización. Aunque es cabal y paradójicamente en varios de estos Estados unitarios donde se han dado importantes experimentos de gobernabilidad subnacional y descentralización. En todo caso, el entorno unitario para la gobernabilidad democrática subnacional también está vinculado a procesos políticos en términos del modelo de descentralización (véase más abajo), el grado de verticalismo en los procesos decisorios, al igual que al papel de los Ejecutivos centrales y el presidencialismo.

				De igual forma, una variedad de marcos normativos se han generado no sólo para enmarcar las modalidades de gobernabilidad subnacional y descentralización, sino también para permitir la participación ciudadana en la toma de decisiones. Por ejemplo, la Ley de Participación Ciudadana 475 de Nicaragua de 2003-2004, explícitamente hace referencia a la participación ciudadana en la formulación de políticas públicas en el ámbito subnacional (Artículos 12-16) y a la creación de Comités de Desarrollo Municipal(CDM). De igual forma, el Consejo Nacional de Planificación Económica y Social de Nicaragua (Conpes) fue creado por decreto presidencial en 1999, y fue definido como una instancia de concertación público-privada. Después de la aprobación de la Ley de Participación Ciudadana, se estableció un Sistema Nacional de Concertación y Participación Ciudadana, en el que el trabajo desarrollado por el Conpes cobró un sentido específico. A partir de 2008, el nuevo gobierno reformó una vez más el sistema y se conformó un sistema nacional de Consejos de Poder Ciudadanos (CPC) que, subordinados al Poder Ejecutivo, sustituyeron al cabo las instancias y mecanismos establecidos en la Ley de Participación Ciudadana y técnicamente se eliminó el Conpes (Stuart Almendárez, 2009; Serra Vásquez, 2008).

				En Ecuador, a partir de la vigencia de la Constitución de 2008, se inicia una nueva concepción de la estructura del Estado ecuatoriano que cambia el concepto y contenido de los anteriores tres “poderes” clásicos del Estado y establece, en su lugar, cinco poderes: ejecutivo, legislativo, judicial, transparencia, y control social y electoral.En el marco de la Función de Transparencia y Control Social, se enmarca la participación ciudadana y la creación de un Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (CPCCS) como una entidad autónoma que forma parte —junto con la Defensoría del Pueblo, la Contraloría General del Estado y las superintendencias— de la Función de Transparencia y Control Social. Al CPCCS le compete, entre otras funciones, promover la participación ciudadana, estimular la deliberación pública, y establecer mecanismos de rendición de cuentas de todas las instituciones y entidades del sector público, incluidas las subnacionales (Carrión, 2008).

				En Perú, aunque las tendencias descentralizadoras se originan en los años ochenta, el proceso continuo y sistémico de descentralización se inicia apenas en 2002, con la aprobación de la Ley de Reforma a la Constitución (Ley 27680) y de la Ley de Bases de la Descentralización (Ley 27783). La primera establece la organización territorial de acuerdo con tres niveles de gobierno: el ámbito nacional, el ámbito regional y el ámbito de los gobiernos subnacionales, los cuales comprenden las municipalidades provinciales y distritales. La Ley Base estableció el Consejo Nacional de Descentralización (CND) como órgano encargado de dirigir el proceso de descentralización y de efectuar las transferencias de funciones y competencias a los gobiernos regionales y locales, aunque no tenía participación directa de la ciudadanía. Aparte del CND, existen espacios concretos de participación ciudadana, pero con una relación más vertical vis-à-vis con el CND, como son las Mesas de Concertación de Lucha contra la Pobreza, entre otros (Mesa de Concertación, 2009; y USAID/Perú, 2010).

				Desde el CND se han promulgado un sinnúmero de normativas, como la Ley Orgánica de Gobiernos Regionales, la Ley Orgánica de Municipalidades, la Ley Marco de Presupuesto Participativo, y la Ley del Sistema Nacional de Acreditación. Estas leyes definen nuevos espacios de participación y concertación, como los Consejos de Coordinación y los Planes Concertados de Desarrollo y Presupuestos Participativos. También existe una multiplicidad de espacios, especialmente en torno a temas de control y vigilancia ciudadana de los mismos procesos participativos. Por ejemplo, dentro de las estructuras regionales y locales de gobierno existen “mesas temáticas” en torno a ejes identificados en los Planes Concertados, como la niñez y adolescencia, el género, la salud y/o la educación. De igual manera, existen espacios de participación a nivel sectorial. A éstos se agregan espacios más tradicionales, como los delegados de las juntas vecinales; y espacios no institucionalizados, como los de la Mesa de Concertación.

				En la República Dominicana, la Ley 176-07 del Distrito Nacional y los Municipios, de 2007 establece tres órganos de participación para los asuntos municipales:1)el Consejo Económico y Social Municipal, que es un órgano de carácter consultivo integrado por miembros del Ayuntamiento (municipio) y por representantes de las organizaciones de la sociedad civil, y cuya finalidad consiste en propiciar la participación ciudadana en los procesos de políticas públicas, de planificación y en la toma de decisiones para la gestión municipal; 2) los consejos comunitarios, que funcionan en las secciones y comunidades rurales y en las delegaciones barriales, y tienen las mismas funciones que los Consejos Económicos y Sociales Municipales, y 3) los Comités de Seguimiento Municipal, que se constituyen para velar por el buen funcionamiento de los servicios públicos, la buena realización de obras públicas, la idoneidad de procesos de compras, la selección de personal para un puesto municipal, y la correcta erogación de los fondos públicos (Centro de Estudios Sociales Montalvo, 2007).

				El caso de Guatemala presenta otra variación. El marco legal define que una fuente de recursos para el gasto social se dé a través del Sistema de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural (CDUR), el cual fue creado en 2002. Dicho sistema crea mecanismos de participación para la priorización y asignación de los presupuestos públicos desde el nivel comunitario hasta el gobierno central. La estructura del sistema CDUR cuenta con cinco niveles diferentes de representación. En el nivel más local se encuentran los Consejos Comunitarios de Desarrollo (COCODE), que se forman a partir de asambleas comunitarias.

				El siguiente nivel es el municipal y aquí se establece el Consejo de Desarrollo Municipal (Comude), en el que participan representantes de los COCODE y del gobierno municipal, de instituciones públicas (ministerios de salud y de educación) y de instituciones no gubernamentales de desarrollo presentes en el municipio. El Comude es presidido por el alcalde municipal. El siguiente nivel es el Consejo Departamental de Desarrollo (Codede), que cuenta con la presencia de autoridades tanto departamentales como de instituciones del Ejecutivo —ministerios y secretarías—; de alcaldes de los municipios que componen el departamento y del gobernador departamental; de representantes de las universidades, de representantes de grupos étnicos del departamento y de asociaciones de mujeres, y de representantes de los partidos políticos. Los otros dos niveles son el regional y el nacional, cuya estructura es similar al nivel departamental. Desde el punto de vista de la gobernabilidad subnacional, de los cinco niveles, el más importante es el municipal, ya que es ahí donde se recogen las prioridades de inversión social, y donde los COCODE traen sus demandas de infraestructura y servicios sociales. En este nivel se discute y acuerda (principalmente entre el COCODE y las autoridades municipales) una lista final que es presentada al nivel departamental para programar los recursos que llegarán hasta los municipios (Flores y Gomez-Sánchez, 2010).

				Más allá de la elaboración de una lista exhaustiva de la variedad de mecanismos e instancias de participación e incidencia en el ámbito subnacional de América Latina, lo anterior muestra también lo complejo que puede ser un espacio subnacional desde la óptica normativa, y lo difícil que es en la práctica no sólo hacer cumplir todas estas normativas, sino articularlas de tal forma que tengan coherencia e impacto. El tema de hacer cumplir todas estas normativas es un desafío en sí mismo, pues no existen en al ámbito subnacional instancias reguladoras autónomas e independientes, ni mucho menos instancias jurídicas de apelación, mediación de conflictos y sanción. Esta falencia también repercute en términos de quiénes en última instancia son responsables o deben rendir cuentas. Ante la presencia de una multiplicidad de actores, la responsabilidad se diluye.

				Disparidades económicas del espacio subnacional y sus efectos en la gobernabilidad

				Al tema anterior se tiene que incorporar el aspecto económico del espacio subnacional. Como lo demuestran algunos estudios recientes (CAF, 2010:18; De la Cruz, 2010; CEPAL, 20010b), la geografía económica del espacio subnacional en América Latina es heterogénea y con altas disparidades. En un país pequeño como El Salvador, o grande como Brasil, coexisten espacios subnacionales escasamente poblados y con una participación limitada en la riqueza total, con espacios subnacionales donde se producen valores superiores a 40% de los bienes y servicios de toda la economía, y donde se concentra entre 30% a 50% de la población total. Ése es el caso, por ejemplo, de la provincia de Buenos Aires, en Argentina, con 43% del producto interno bruto (PIB) nacional y 41% de la población, o también de la región metropolitana de Santiago de Chile, con 46% y 41% del PIB y de la población, respectivamente. Algo similar ocurre en Perú, donde la región de Lima tiene participaciones de 50% en la producción de bienes y servicios, y 30% en el total de habitantes (CAF, 2010).

				Estas disparidades se pueden también correlacionar con indicadores de ingreso y bienestar en el espacio subnacional. Por ejemplo, en el caso de Argentina, el PIB per cápita promedio correspondiente a la provincia de Buenos Aires (alrededor de 10 000 dólares en el año 2000) es cuatro veces superior al de Santiago del Estero (2500 dólares en el mismo año), una de las provincias más pobres ubicada en el noroeste del país. La misma relación se da en Brasil entre los estados de Sao Paulo (aproximadamente 13 700 dólares, en 2005) y Maranhao (3200 dólares), este último localizado en el noreste brasileño. En Perú, la región de Lima (aproximadamente 10 600 dólares, en 2005) tiene un PIB per cápita más de cinco veces superior que Apurímac (aproximadamente 1700 dólares), al sur del país en la zona de la sierra (CAF, 2010; CEPAL, 2010b). La misma correlación se puede hacer con respecto al Índice de Desarrollo Humano (IDH), como indicador más integral de la calidad de vida, ya que el aspecto económico ofrece un indicador parcial. Por ejemplo, México como país tiene un IDH promedio de 0.854 (donde 0 es bajo y 1 es alto). Sin embargo, desagregando el IDH por municipio, se observa que varios municipios registran IDH muy por debajo del promedio nacional (PNUD, 2005: 53-55). De igual forma, El Salvador como país tiene un IDH promedio de 0.747; sin embargo, sólo 24 de los 262 municipios tienen un IDH similar o por encima del promedio nacional (Fundaungo/PNUD, 2009: 14-20). En Perú, de los 24 departamentos, sólo ocho en 2005 tenían un promedio de IDH igual o por encima del promedio nacional de 0.5976 (PNUD, 2009b).

				Está claro que al comparar los IDH municipales en América Latina con los de varios países, se pueden encontrar territorios subnacionales latinoamericanos prácticamente en cualquier nivel de desarrollo humano (alto, medio y bajo), lo que habla de la gran heterogeneidad de la región respecto de las dimensiones básicas de salud, educación y acceso a recursos. Esto también tiene implicaciones en cuanto a las tareas de gobernabilidad democrática en ese espacio subnacional. Pese a que existe evidencia que muestra que algunas de estas disparidades se han reducido en los últimos años, desde el punto de la gobernabilidad democrática subnacional persisten grandes desafíos. El mayor reto es la articulación efectiva de los factores que determinan una buena gestión subnacional, es decir, una articulación que permita reducir los diferenciales de producción, ingresos y calidad de vida. No todos los gobiernos subnacionales en América Latina pueden afectar el desarrollo humano subnacional, en parte debido a temas de limitación de capacidades mínimas, y en parte debido al límite de potestades del diseño institucional vigente, que no les permite el nivel adecuado de autonomía ni de subsidiaridad (UNCDF, 2010; UCLG, 2010; CAF, 2010, y CEPAL, 2010b).

				¿Descentralización o grados de desconcentración y delegación?

				Si bien los procesos de descentralización en América Latina se han venido intensificando desde los años ochenta, lo cierto es que ninguno de los países ha logrado consolidar una “devolución total” del poder político, fiscal y administrativo; es decir, la forma más profunda de descentralización, la “devolución (un traspaso formal y legal de poderes políticos, fiscales y administrativos del gobierno central a unidades de gobierno subnacionales)”, no se ha dado en ninguno de los países de América Latina, incluidas las cuatro federaciones que, como ya se mencionó, ofrecen constitucional e institucionalmente más oportunidades para ampliar la devolución y autonomía subnacional. Más bien, lo que se observa en la mayor parte de la región son distintos grados de “desconcentración” y “delegación” por medio de los cuales los gobiernos nacionales han sentado presencia a nivel subnacional a través de unidades que implementan programas y servicios financiados por lo general por recursos recolectados y asignados nacionalmente (transferencias), y donde la rendición de cuentas se da formalmente en el nivel nacional. En el mejor de los casos, se han delegado varias competencias y funciones a gobiernos subnacionales, aunque sin la respectiva capacidad fiscal, administrativa y de recursos humanos (PNUD/OEA, 2010; UCLG, 2010: 49-55; CEPAL, 2010b). 

				Un indicador que refleja el estado actual de los procesos de gobernabilidad subnacional, es el estado de las finanzas subnacionales en América Latina. Los datos muestran que, en la última década, no se ha quebrado la gran dependencia de los gobiernos subnacionales en las transferencias asignadas por gobiernos nacionales, y poco se ha avanzado en la generación de estrategias para incrementar ingresos propios (CEPAL, 2010b: 152). El impuesto predial, vigente en todos los países, salvo en Cuba y El Salvador, suele ser una fuente de recursos importante para los gobiernos subnacionales en el mundo. Sin embargo, en América Latina su recaudación se sitúa en promedio alrededor de 0.4% del producto, es decir, la quinta parte de lo percibido por los países desarrollados (CEPAL, 2010b:153). Dado el énfasis que pone este artículo en el papel de los gobiernos subnacionales en la gobernabilidad democrática y en la participación ciudadana, cabe preguntarse, desde la óptica de esas tendencias en las finanzas subnacionales, cuáles son las opciones reales o cuál es el espacio de maniobrabilidad real para políticas públicas de desarrollo humano en el ámbito subnacional; es decir, la asignación de funciones y responsabilidades de política pública entre niveles de gobierno (central, intermedio y local) puede ser un indicador clave para analizar el papel potencial de los gobiernos subnacionales en la vida cotidiana de los ciudadanos.

				Por ello, más allá de analizar la presencia y/o existencia de mecanismos de participación ciudadana, es importante articular, en el análisis del espacio subnacional, factores que influyen de una u otra forma no sólo en el papel de los gobiernos subnacionales con respecto a la ciudadanía y políticas públicas, sino también en el impacto o potencial que, en este contexto, pueden tener mecanismos de participación ciudadana. Por ejemplo, el factor fiscal y el papel de las transferencias, lo cual puede tener diversos grados de condicionalidad, generando efectos concretos en el alcance e impacto de políticas públicas; el factor de las responsabilidades y/o competencias asignadas a los gobiernos subnacionales, y la administración de recursos centrales, las atribuciones para decidir sobre servicios y políticas públicas, y el grado de autonomía para decidir el gasto corriente o la inversión pública. Por último, la calidad de la interacción y relación entre distintos niveles de gobierno es un tema clave para entender la articulación, coherencia y eficacia de las políticas públicas frente a necesidades crecientes y recursos escasos. Todos estos factores contribuyen a comprender cuánto espacio de maniobrabilidad tienen los gobiernos subnacionales para incidir en las vidas de sus ciudadanos, y el valor agregado que puede tener en ese contexto la participación.

				En este sentido, y sobre la base de un análisis de factores, cabe proponer tres posibles grandes escenarios de los procesos de gobernabilidad democrática en el ámbito subnacional en America Latina.

				Escenario 1. Gobernabilidad subnacional en el contexto de una desconcentración limitada. En este escenario, el gobierno nacional o federal define las principales políticas públicas, por ejemplo la de desarrollo humano (salud, educación), y asigna a los gobiernos subnacionales la responsabilidad de implementar estas políticas. Por lo general, en este escenario el gobierno nacional transfiere recursos a los gobiernos subnacionales, aunque éstos pueden recaudar también sus propios recursos. Sin embargo, existe una alta dependencia de los gobiernos subnacionales en las transferencias, y por lo general, en este escenario, el gobierno intermedio es débil o inexistente, de modo que la relación multinivel y la interacción se dan principalmente entre gobierno central y municipio. Por lo general, en este escenario se dan ejercicios participativos de planificación y presupuesto, pero su impacto en el desarrollo humano subnacional es limitado. En parte, esto responde a las limitaciones del propio diseño institucional, que empaqueta recursos y políticas de desarrollo humano más desde arriba que desde abajo. Es decir, a pesar de que los gobiernos subnacionales en este escenario son territorios demarcados políticamente con autoridades elegidas periódicamente en comicios electorales, que implementan actividades genéricas de gobierno (trámites administrativos, mantenimiento de calles y parques, administración de cementerios o mercados públicos, matadero, alumbrado público), tienen poca autonomía y subsidiaridad para influir en el desarrollo humano subnacional.

				Escenario 2. Gobernabilidad subnacional en el contexto de desconcentración y delegación ampliada. En este escenario, el gobierno nacional define algunas de las principales políticas públicas, pero también permite que gobiernos subnacionales diseñen e implementen sus propias iniciativas. Por lo general, en este escenario el gobierno nacional o federal transfiere recursos a los gobiernos subnacionales. Sin embargo, los gobiernos subnacionales también recaudan fondos propios y dependen de las transferencias, principalmente para una serie de gastos corrientes y de capital. Por lo general, en este escenario el gobierno intermedio es algo más activo que en el anterior escenario, ya que tiene un papel más importante como “polea de transmisión” en los procesos de toma de decisiones; aunque la relación multinivel y la interacción en este escenario sigue siendo controlada de arriba hacia abajo. Por lo general, en este escenario se dan ejercicios participativos más amplios de planificación y presupuesto, y cubren temas de desarrollo humano, y también temas más estratégicos, como desechos sólidos, abastecimiento de agua potable, alumbrado público, desarrollo productivo e inversión pública. En este escenario, los gobiernos subnacionales son territorios demarcados políticamente con autoridades elegidas periódicamente en comicios electorales, y tienen un grado de autonomía que les permite influir en algunos aspectos de la vida de sus ciudadanos, más allá de las actividades genéricas y administrativas. Sin embargo, en este escenario los gobiernos subnacionales no tienen la suficiente potestad o capacidad para hacer políticas de empleo, o para generar mecanismos de integración social.

				Escenario 3. Gobernabilidad subnacional en el contexto de devolución limitada. Este escenario admite múltiples matices, pero en esencia implica mayores niveles de desconcentración política, administrativa y fiscal. El gobierno nacional y/o federal y estatal, respectivamente en este caso, demarca algunos objetivos macro, y permite a los gobiernos subnacionales que diseñen e implementen sus propias iniciativas. Por lo general, en este escenario el gobierno nacional y/o federal y estatal transfiere recursos a los gobiernos subnacionales. Sin embargo, los gobiernos subnacionales también tienen mayor capacidad de recaudar fondos propios, y su dependencia a las transferencias es relativamente menor, dependiendo en la mayoría de los casos del tamaño y grado de urbanización. Por lo general, en este escenario el gobierno intermedio (estado/departamento/provincia) es más activo, tiene un papel más definido como “polea de transmisión” en los procesos de toma decisiones y, por ende, la relación e interacción multinivel adquiere una dinámica mas articuladora. Sin embargo, en este escenario se detectan aún elementos centralizadores que enfatizan una perspectiva jerárquica de arriba para abajo. En este escenario existen algunas entidades públicas autónomas no vinculadas a un determinado nivel de gobierno; es decir, si bien son jerárquicamente independientes del gobierno central, no poseen vinculación administrativa con un determinado nivel de gobierno. Por lo que general, los gobiernos subnacionales en este escenario son ambos“implementadores y proveedores” de servicios, e “implementadores y promotores” de políticas de desarrollo humano. En este escenario, los gobiernos subnacionales son territorios demarcados políticamente con autoridades elegidas periódicamente en comicios electorales, y con un grado de autonomía que les permite influir en las vidas de sus ciudadanos más allá de las actividades genéricas de gobierno. Es decir, en este escenario, los gobiernos subnacionales pueden administrar iniciativas más estratégicas, como desechos sólidos, abastecimiento de agua potable, alumbrado público, desarrollo productivo e inversión pública, y tienen la potestad y capacidad para absorber a la población económicamente activa en condiciones adecuadas de movilidad social, y generar mecanismos de integración social.

				Cuadro 1. Breve taxonomía de los escenarios de gobernabilidad subnacional y descentralización en América Latina 
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				* Debido a que Nicaragua tiene un modelo institucional con dos regiones autónomas, aparece en dos escenarios y sirve para propósitos ilustrativos.

				Esta breve taxonomía, ilustrada por el cuadro 1, permite analizar el potencial de los gobiernos subnacionales, de los distintos esquemas y orientaciones de gestión pública y participación ciudadana en cada escenario. En todo caso, en los tres escenarios la modalidad centralizadora y/o descentralizadora desempeña un papel importante en la determinación del espacio de maniobrabilidad y el umbral de impacto de las políticas públicas subnacionales. La suma de todos estos factores genera el entorno institucional, y permite analizar la calidad del espacio subnacional para la promoción de políticas de desarrollo humano. Varios estudios recientes de las principales tendencias en América Latina, muestran que en la mayoría de los países, los procesos de descentralización no han logrado potenciar el papel de los gobiernos subnacionales, en particular en lo que respecta a su capacidad de responder a las necesidades básicas locales y/o territoriales (Nickson, 2011; CAF, 2010; Cameron, 2010; De la Cruz, 2010; Falleti, 2010; CEPAL, 2010b; UCLG, 2010).

				Como se mencionó anteriormente, durante las tres últimas décadas una cantidad importantes de marcos legales y normativos, y de mecanismos de intermediación y participación ciudadana, se han emitido en casi todos los países de América Latina. De igual forma, el incremento de transferencias de recursos del nivel central al subnacional ha sido gradual pero efectivo, al igual que la transferencia y/o delegación de funciones y competencias relativas a la provisión de servicios públicos. Lo que no ha ocurrido en la práctica es una desplazamiento real, hacia los gobiernos subnacionales, de poder político, administrativo y fiscal, en algunos casos porque los sistemas políticos y constitucionales no permiten mayor elasticidad institucional (particularmente los unitarios), y en otros simplemente porque no hay una oferta real de voluntad política y/o visión estratégica desde arriba para delegar más poder, capacidad fiscal y administrativa y funciones, ni una demanda real y/o visión estratégica desde abajo para asumir mayor autonomía y autogobierno.

				Desenvolviendo la maraña institucional en los mecanismos de intermediación y participación ciudadana en el ámbito subnacional

				Se trata entonces de advertir que los procesos de gobernabilidad subnacional en la región, aun en aquellas realidades federativas que en teoría deberían ser las más indicadas para avanzar, son diversos, complejos y con variadas configuraciones y matices institucionales. Adicionalmente, los procesos se dan en contextos diversos relacionados con el tamaño del país, la división política de gobiernos subnacionales, y con las tradiciones sociopolíticas y el potencial económico. Es decir, la escala institucional de gobernabilidad subnacional en la región es variable, no sólo en términos del número de gobiernos subnacionales en proporción al territorio, sino también con relación a las funciones institucionales asignadas (Galilea, et al., 2011; UCLG, 2010; Silva y Herwing, 2009; Wilson, 2008). Se trata de una situación regulada por una combinación de elementos constitucionales, legales/normativos, y políticos, que en la práctica producen diversas dinámicas que hacen de la gobernabilidad subnacional un proceso cambiante y, a veces, estático. 

				Para complejizar más la dinámica subnacional en América Latina, si a los elementos mencionados arriba se incorporan y articulan los variados sistemas de elección de autoridades subnacionales en la región, se pueden delinear no sólo los niveles de autonomía relativa de los gobiernos subnacionales, sino también el umbral de rendición de cuentas. En esencia, la dinámica política vigente en el espacio subnacional demarca el umbral de actuaciones de los líderes políticos; es decir, las elecciones subnacionales no sólo determinan a los ganadores, sino también el comportamiento de la gestión subnacional posterior a la elección. En México, por ejemplo, el comportamiento político y de gestión de un alcalde o presidente municipal, que es elegido por tres años y no puede ser reelegido, será distinto al prefeito o máxima autoridad de un municipio en Brasil, ya que el prefeito es elegido para un mandato de cuatro años y puede ser reelegido una única vez consecutiva. Además, como veremos más abajo, el modo como se eligen las autoridades políticas tiene implicaciones con respecto a la intermediación política y la participación ciudadana, y respecto a la misma calidad de la gobernabilidad democrática subnacional.

				En términos del principio de representación, cabe señalar que los sistemas latinoamericanos de elección subnacional son predominantemente de mayoría proporcional, aunque hay un número minoritario de países que tienen sistemas mayoritarios, como El Salvador, Panamá y Perú (FUNDE, 2009: 53-54). La tendencia proporcional se aplica tanto para las máximas autoridades subnacionales como para los concejos. Sin embargo, aun dentro de los países con sistemas proporcionales en el ámbito subnacional, tanto la forma de candidatura como el reparto de escaños son variados. Por ejemplo, aunque las listas bloqueadas y cerradas son las predominantes, hay países que permiten listas abiertas (Ecuador), candidaturas uninominales (Panamá), y candidaturas que combinan listas cerradas y bloqueadas con candidaturas nominales (Venezuela). De igual forma, algunos países utilizan la fórmula D’Hondt,[7] y otros, la fórmula “Cociente Natural y Restos más Altos”[8] para adjudicar representación. Otra tendencia interesante de señalar, es la coincidencia o contraste entre el principio de representación a nivel nacional (legislativo) y el principio de representación a nivel subnacional (principalmente municipios). En los países de la región se observan dos tendencias: 1) países con el mismo principio de representación en ambos niveles, por ejemplo México, Perú y Panamá, y 2) países donde se utiliza un principio de “mayor” proporcionalidad en el nivel nacional al ocupado en el nivel subnacional, por ejemplo Argentina, República Dominicana y Guatemala (FUNDE, 2009: 55).

				Todo este entramado político-electoral tiene implicaciones en lo que respecta a la calidad de la gobernabilidad subnacional y a la operativización de la transferencia de responsabilidades y recursos; en lo que concierne al flujo de recursos y/o acciones y a las competencias institucionales; a la rendición de cuentas y a la propia gestión administrativa. Es decir, el entramado político-electoral subnacional y sus resultados ofrecen distintos incentivos políticos a los líderes electos, y así determinan la elasticidad de las relaciones Estado-sociedad y las diferentes alternativas para la acción gubernamental y del ciudadano. Es decir, una alcaldesa o alcalde que es elegido por lista bloqueada, tendrá más incentivos para responder al partido que su electorado, que alguien que es elegido por lista abierta. De igual forma, esos incentivos determinan esfuerzos por crear canales para que la sociedad civil y, en particular, para que organizaciones que representan intereses colectivos, participen y/o accedan a algunas de las fases de elaboración de decisiones públicas (Cunill, 2008; Montero y Samuels, 2004; Webster, 2002). 

				Los procesos de intermediación política y participación ciudadana en el ámbito subnacional en América Latina, no sólo deben ser analizados en términos de las normas jurídicas, administrativas o electorales, sino también en términos de cómo estos marcos influyen en la práctica sobre las decisiones, el comportamiento, la rendición de cuentas, la participación y la relación gobernante-gobernado. Por ejemplo, la ciudadanía puede participar en espacios subnacionales donde predomina una lógica más populista que gerencial. Las experiencias de Bolivia, Ecuador, Nicaragua y Venezuela ilustran esta tendencia (Cameron, 2010; Olk, 2010; Carrión, 2009; Mascareño, 2007). En algún momento, la experiencia brasileña de “presupuestos participativos sub-nacionales”, incluida la de Porto Alegre, fueron el foco de mucha atención que ayudó a promover los presupuestos participativos como herramientas estratégicas de participación ciudadana y democracia subnacional. Sin embargo, la misma práctica ha llegado a contradecir el noble ideal de los presupuestos participativos, ya que en la mayoría de los casos los procesos son vulnerables y poco sostenibles, por su elevada dependencia a coyunturas políticas y al apoyo de la cooperación internacional (Martin Carretero, 2008; Dagnino et al., 2007; Goldfrank, 2006; USAID/AAA, 2004; Boiser, 2004). A final de cuentas, lo que es importante entender en términos de participación ciudadana en el ámbito subnacional, más allá de si predomina una lógica populista o gerencial, es analizar cómo en cada escenario se vincula la participación al ejercicio democrático, y en última instancia al efecto. En un entorno más gerencial, la participación puede ser vista como una herramienta de gestión pública y de transparencia y rendición de cuentas, mientras que en un entorno más populista, la participación es más un medio para articular bases de movilización política.

				Un último estudio de la Universidad de Vanderbilt ofrece otra dimensión para analizar la participación ciudadana en el ámbito subnacional en América Latina. El estudio corrobora tendencias de participación bajas en el ámbito subnacional (Seligson, 2010). En promedio, entre 11 y 16% de los encuestados ha asistido a un cabildo abierto o a una sesión municipal, asamblea municipal o sesión del concejo municipal durante los últimos doce meses, y, en algunos casos, ese promedio baja a tasas inferiores a 5% (Seligson, 2010: 134). Es obvio que el contacto con el gobierno subnacional no se limita simplemente a la asistencia a reuniones. Las peticiones y solicitudes al gobierno subnacional suelen ser una de las formas más intensas de interacción de los ciudadanos. El mismo estudio muestra que sólo 13% de los encuestados afirmó haber solicitado ayuda o presentado una solicitud a una oficina local en el año anterior a la entrevista, y de éstos, dos tercios afirmaron que sus solicitudes no fueron resueltas por los gobiernos subnacionales (Seligson, 2010: 134).

				Si bien no existen suficientes datos empíricos sobre la participación ciudadana y la intermediación política en al ámbito subnacional en América Latina, sobre la base de la evidencia actual se puede plantear una primera hipótesis. A pesar del énfasis dado al valor de la participación ciudadana en el ámbito subnacional, tanto en el aspecto normativo (leyes) como en el instrumental (mecanismos e instancias), en la práctica la realidad muestra resultados limitados. La región no sólo ha sido pionera, sino que también ha avanzado notablemente en la definición de diferentes mecanismos de participación subnacional a través de la aprobación de leyes y normas que establecen los marcos de la participación ciudadanía. Por ejemplo, el Consejo Económico y Social Comunal (Chile), las Juntas de Acción Local y las Juntas Administradoras Locales (Colombia), el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social (Ecuador), los Consejos Comunales (Venezuela), los Concejos de Desarrollo Urbano y Rural (Guatemala), el Consejo de Desarrollo Municipal (Honduras) y, creados por decreto presidencial, en 2007, los Consejos y Gabinetes del Poder Ciudadano (Decreto núm. 112), en Nicaragua.

				A pesar de experiencias ejemplares y de una “batería” de mecanismos e instancias de participación, la práctica más bien demuestra que este tejido histórico y normativo no ha potenciado el espacio subnacional, a veces debido a la poca capacidad institucional para responder a las demandas de la población, o bien, debido a la cooptación por parte de actores e instituciones en el ámbito central a través de la superposición de formas de participación a las establecidas por la ley. En otros casos, los mecanismos de participación ciudadana tienen un carácter meramente consultivo, y finalmente se observa que, en otros, el arreglo institucional es difuso en lo relativo a los mecanismos y espacios de participación subnacional. Estas tendencias pudiesen estar reflejando los límites del modelo latinoamericano de descentralización y su efecto en la gobernabilidad subnacional, ya que el actual modelo institucional predominante más bien relegitima la centralización del proceso decisorio, limitando así el fortalecimiento y/o potencial del espacio subnacional como articulador de la interacción entre Estado y sociedad.

				Por ejemplo, en Nicaragua, la mencionada Ley de Participación Ciudadana 475 del 2003-2004 establece como instrumentos de participación, en el ámbito subnacional, los Cabildos Abiertos Municipales y los Comités de Desarrollo Municipal y Departamental. De acuerdo con el artículo 55 de esta Ley, los Comités de Desarrollo Municipal son el espacio de concertación y consulta interinstitucional, y deben reflejar y garantizar la representatividad de los diferentes actores sociales y de las formas organizativas administrativas del territorio. Sin embargo, desde 2007, los Comités de Desarrollo Municipal han sido reemplazados por los Consejos y Gabinetes de Poder Ciudadano, como una instancia paralela de participación. Un estudio realizado en 27 municipios de Nicaragua, identificó, entre los principales problemas de la participación, la centralización y duplicación de esfuerzos (Serra Vásquez, 2010:10-14). El mismo estudio señala la tendencia de instituciones del gobierno central, como el Ministerio de Educación y el Ministerio de Salud, de coordinarse directamente con los Consejos de Poder Ciudadano (CPC), que son las nuevas organizaciones creadas por el gobierno de turno. Así se pueden encontrar municipios donde el CDM ha sido sustituido por los Gabinetes de Poder Ciudadano, y otros donde el CDM permanece activo. En este caso, también se resaltan las relaciones clientelares dentro del municipio, las cuales, como se ha señalado, actúan como un incentivo poderoso para la incorporación de ciudadanos/as pobres a los CPC, para ser beneficiarios de programas nacionales como Hambre Cero y Usura Cero, además de las oportunidades de empleo en el Estado (Serra Vásquez, 2010: 14; Stuart Almendárez, 2009).

				El caso de Perú también sirve para ilustrar este punto. Como ya lo mencionamos más arriba, el proceso descentralizador que Perú inicia en 2002 (Ley 27680 de 2002) incorpora la participación como un componente fundamental para la consolidación de este proceso; en este sentido, la mencionada Ley de Bases de la Descentralización establece en su artículo 17 la obligación de los gobiernos subnacionales de promover la participación de la ciudadanía en la formulación, debate y concertación de los planes de desarrollo y presupuestos, así como en la conformación y funcionamiento de los espacios y mecanismos de consulta, concertación y rendición de cuentas (Ley 27783, art. 17.1). Para cumplir tal mandato, se establecen como mecanismos de participación a nivel subnacional los presupuestos participativos y los Consejos de Coordinación Local (CCL), provinciales y distritales, como espacios de concertación y diálogo para producir un plan de desarrollo concertado, el presupuesto participativo, así como para proponer las prioridades de inversión en infraestructura (Ley 27783, art. 100).Adicionalmente, existen los Consejos de Coordinación Regional (CCR), órganos consultivos y de coordinación del gobierno regional con las municipalidades que están integrados por los alcaldes provinciales y por los representantes de la sociedad civil (Ley 27.902, art. 11), y cuya función principal es emitir opiniones sobre las herramientas de gestión regional, el presupuesto participativo anual, y el plan de desarrollo concertado. 

				En la práctica, a pesar de los esfuerzos por construir un entramado institucional que fortalezca los espacios de concertación y participación a nivel subnacional, los CCR y los CCL se han convertido en espacios de articulación entre las autoridades de estos dos niveles de gobierno, en detrimento de la participación ciudadana y de procesos como la concertación y las mesas de diálogo. En este sentido, se reporta que las reuniones se dan, básicamente, para facilitar la articulación entre las autoridades que forman parte de esos consejos (por ejemplo, del alcalde o alcaldesa provincial con las autoridades distritales, o de las autoridades del gobierno regional con las autoridades locales), más que para concertar con la ciudadanía u organizaciones sociales (Mesa de Concertación para la Lucha contra la Pobreza, 2009: 17).

				Finalmente, el caso de Chile ayuda aún más a corroborar estos dilemas. En teoría, sobre la base de la norma, Chile cuenta con mecanismos e instrumentos formales de participación en el ámbito regional y municipal. Por ejemplo, en el nivel regional se encuentran los Consejos Regionales (Core) (Ley 19.175 de 2005) y los Consejos Económicos Provinciales (Cespro), y en los municipios existe el Consejo Económico y Social Comunal (Cesco), compuesto por representantes de la comunidad local organizada. También se cuenta con instrumentos de participación como los Planes de Desarrollo Comunal, las cartas ciudadanas y los presupuestos participativos. Estos últimos se plantean como mecanismos de participación que intentan superar las formas clientelares. A pesar de los instrumentos y mecanismo establecidos para promover la participación subnacional, se argumenta que los ejercicios de presupuestos participativos en Chile responden más a una necesidad contingente de ampliar la gobernabilidad por parte de agencias y autoridades locales que propiamente al despliegue de un modelo innovador de gobernabilidad subnacional incorporada a las decisiones públicas (Delamaza y Ochsenius, 2010: 1). Esto significa que la participación no es sustantiva, y que ésta aparece sólo como un formalismo que debe acompañar al proceso descentralizador. A este respecto, los ejercicios de presupuestos participativos dejan sin resolver la tensión existente entre la necesidad de ampliación y el diseño político-institucional general que la preside. En stricto sensu, este mecanismo es rígido y no otorga autonomía ni atribuciones locales y sectoriales para intervenir en materias sustantivas de la agenda de políticas públicas, ni tampoco abre el debate y las decisiones públicas a la consideración de la ciudadanía, sino a segmentos exclusivos, señaladamente los más activos y próximos políticamente a las instituciones o autoridades impulsoras.

				No se quiere plantear, con estos ejemplos ilustrativos, que en el espacio subnacional de América Latina no existe oportunidad y posibilidades de incidencia en las políticas públicas. Más bien, que el potencial de la participación ciudadana a favor de la gobernabilidad democrática subnacional está sujeto a una serie de factores exógenos a los propios mecanismos de intermediación y participación ciudadana existentes (consejos, comités, contralores sociales, etc.). En este caso, la posibilidad no sólo de producir, a través de la participación ciudadana, un ciclo más efectivo de políticas públicas subnacionales que estén más cerca de la ciudadanía, sino también de alterar las asimetrías del diseño institucional y político de los procesos de gobernabilidad subnacional y descentralización, se disipa. Los casos analizados arriba, y otra evidencia empírica reciente, demuestran que a veces los mecanismos formales de participación se quedan en simples formalismos, ya sea por un entramado institucional aún centralista y engorroso, ya sea porque los espacios de participación son copados desde el gobierno nacional y/o su instancia en el ámbito regional/intermedio, por la falta de claridad en el arreglo institucional, o por la falta de capacidad estratégica de la ciudadanía y/o de las organizaciones sociales (Delamaza y Ochsenius, 2010; Diez-Jalón, 2010; Falleti, 2010; Galilea et al., 2010; Serra Vasquez, 2010; Zavala, 2008; Bland, 2007). Por último, los casos también sirven para apreciar la falta de voluntad del gobierno nacional y subnacional de hacer efectivos los mecanismos y consolidar los espacios de participación establecidos en la norma (CAF, 2010; CEPAL, 2010a; CEPAL, 2010b; Olk, 2010; PNUD/OEA, 2010; UCLG, 2010).

				El estado de las principales formas, modalidades y mecanismos de participación ciudadana en el ámbito subnacional en América Latina

				En el contexto descrito arriba, es posible argumentar que los mecanismos de intermediación y participación existentes pueden aliviar en algo las distorsiones y dilemas constitucionales e institucionales, generando condiciones básicas para legitimar el espacio subnacional, ya sea a través de estrategias de gobernabilidad subnacional, o mediante procesos de descentralización, o de ambos; aunque la posibilidad de alterar las asimetrías encontradas en los procesos de gobernabilidad subnacional y descentralización recae principalmente en el ámbito político nacional (Ejecutivo, Legislativo y Judicial). Ciertamente, si en este nivel no existe la voluntad política, ni la capacidad institucional, ni una estrategia clara de cómo llevar a cabo los procesos de gobernabilidad subnacional y descentralización, ni tampoco se presenta desde abajo la demanda de que se modifique el diseño institucional actual, el statu quo resulta fortalecido. Pero también es posible que, aun creándose oportunidades para la gobernabilidad subnacional, las posibilidades de influencia real resulten neutralizadas a través de las mismas condiciones subnacionales, sobre todo cuando los gobiernos subnacionales son órganos débiles, o cuando en éstos se privilegia el aspecto político normativo y constitutivo, y no el de transparencia y rendición de cuentas (Kosack et al., 2010; Díez-Jalón, 2009; Dagnino et al., 2007; Boiser, 2004).

				Dilemas de la sociedad civil y la participación ciudadana en el espacio subnacional

				El proceso de democratización, en gran parte de América Latina, tuvo la presencia inicial de varios sectores de la sociedad civil, pero mayormente se desarrolló dentro de una esfera política restringida, o dentro de una esfera pública dominada por los partidos políticos y las élites tradicionales. Sin embargo, el tema de la sociedad civil en los últimos años ha cobrado mayor relevancia en el análisis del desarrollo democrático de América Latina, y en particular en el análisis de la gobernabilidad democrática subnacional. La sociedad civil ha asumido más importancia como una estructura social que puede potenciar la gobernabilidad en el espacio subnacional dentro de un sistema político que, si bien no está completamente descentralizado, muestra mayores grados de desconcentración política, fiscal y administrativa. Se ha argumentado inclusive que la presencia activa de una sociedad civil en los procesos democráticos subnacionales puede dinamizar las bases instrumentales e institucionales para una acción colectiva dirigida a movilizar a la ciudadanía hacia la obtención de mejores resultados y soluciones, y a vigilar el cumplimiento de la oferta política gubernamental (Kosack et al., 2010; Grindle, 2007; Nayaran, 2006). La sociedad civil, entonces, se presenta como un complemento activo de la gobernabilidad democrática subnacional, en la medida en que pueda generar recursos, un sistema de control y de rendición de cuentas, y un flujo libre de información que permita la diversificación de opinión y una acción política más amplia. Es evidente que el carácter colectivo de la sociedad civil tendería no sólo a estimular la participación política de diversos actores, o a expandir e intensificar la presión de la sociedad sobre el sistema político, sino también a fomentar la ciudadanía democrática (Berthin, 1998).

				En la práctica, se hace difícil identificar la presencia de tales estructuras sociales en la mayoría de los actuales procesos democráticos subnacionales en América Latina, quizás en parte porque apenas están emergiendo o reconstituyéndose. A pesar de que cuenta con una diversidad de instrumentos —leyes de participación ciudadana, comités de desarrollo municipal, contralorías ciudadanas, veedurías y consejos ciudadanos, entre otros—, la participación no ha encontrado condiciones propicias para su ejercicio efectivo en los espacios subnacionales. Si bien existe evidencia de que la cercanía al Estado en el espacio subnacional puede estimular el involucramiento activo de los ciudadanos, es de igual forma evidente que los resultados no son automáticos (Denster y Rose, 2005; Rosales, 2005; Webster y Engberg-Pedersen, 2002). Desprovisto de un blindaje institucional nuevo, en el ámbito subnacional se pueden replicar fácilmente las mismas relaciones patrimoniales o clientelares que tienden a suscitarse en el ámbito nacional, y el centro decisorio puede permanecer fuera de los gobiernos subnacionales (Cameron, 2010; Silva y Herwig, 2009; Dinello y Popov, 2007; Myers y Dietz, 2002).

				Por tanto, aun existiendo normativas e instancias o mecanismos, en la práctica, dada la incongruencia, inconsistencia y/o debilidad de los procesos de transferencia de competencias y, sobre todo, de movilización de recursos para ejercerlas, los gobiernos subnacionales, aunque pueden promover la participación ciudadana, no tienen la suficiente potestad de hacer que esa participación sea relevante (mas allá de los trámites y asuntos burocráticos), en particular en temas de políticas públicas y desarrollo humano. Pero además se necesita tomar en cuenta las interrelaciones entre los distintos niveles de gobierno, los actores de los sistemas de gobernabilidad subnacional y descentralización, y la intersectorialidad. El sistema de gobernabilidad subnacional tiene una variedad de actores, algunos más obvios que otros. La fragmentación de la práctica participativa puede derivar de abordajes parciales de la relación gobierno nacional-grado de descentralización-gobiernos subnacionales-participación ciudadana, o de situaciones en que la actuación de los actores no está totalmente integrada o articulada. La calidad de la participación ciudadana en el ámbito subnacional también está directamente vinculada a la coherencia y cohesión de este sistema de gobernabilidad subnacional, que además de tener varios actores y dimensiones, en el caso de América Latina ha sido históricamente objeto de la cooperación internacional. Muchos gobiernos nacionales, y los propios donantes, han expresado preocupación respecto a cómo se apoya a los procesos de gobernabilidad subnacional. Se reconoce que algunos programas patrocinados por la cooperación internacional no están lo suficientemente implementados para cumplir los objetivos nacionales, o que los programas a veces no brindan un apoyo integral a los actores y aspectos clave de los procesos.En algunos casos, inclusive, los donantes apoyan a un actor o sector particular, sin articularlo o armonizarlo con otras iniciativas (DeLog, 2011; Alonso et al., 2010; DFID, 2010; IDS, 2010; UNDP, 2010; Tarp, 2006).

				Lo que en definitiva se intenta argumentar es que no necesariamente el diseño formal del sistema de gobernabilidad subnacional, la generación de mecanismos de participación, o el mismo apoyo de los donantes estimulan por sí mismos el potencial de la gobernabilidad democrática subnacional. Esfuerzos desarticulados, desintegrados y aislados en vacíos estratégicos, pueden devenir más bien en una distorsión del ya débil tejido institucional y social del ámbito subnacional, y/o en un fortalecimiento de las asimetrías entre lo nacional y lo subnacional. En este contexto, las organizaciones sociales se agrupan respondiendo a una función social pasiva, algunas veces reactiva, y participan a veces de forma más espontánea y/o institucionalizada, o se detecta una participación más inducida apoyada por las estructuras de los partidos políticos. De igual forma, aunque es menos común, donde se identifican instancias de participación más espontáneas y/o institucionalizadas, o redes de organizaciones sociales y/o cívicas, se pueden observar inequívocos efectos democratizadores, en particular a favor de la transparencia y rendición de cuentas (Bardhan y Mookherjee, 2006; Bliss y DeShazo, 2009; Kemp 2010). Es así como en varios gobiernos subnacionales cobran vigor y dinamismo algunas organizaciones de base, diversos movimientos juveniles, movimientos comunales, comités cívicos, consejos ciudadanos, organizaciones de mujeres, agencias económicas de desarrollo local y organizaciones de pequeños productores, entre otros, lo cual genera que los gobiernos subnacionales incorporen a la participación como un eje central de su gestión.

				Con todo, se trata por lo general de casos de frágil institucionalización de elementos participativos cuyos elementos básicos son la promoción y el reconocimiento de organizaciones de base o comunitarias, la comunicación e información, la planificación y presupuestación participativa, y espacios de consulta. En los mejores casos, se trata por lo general de movimientos preferentemente urbanos de base territorial, orientados en torno a reivindicaciones sociales básicas en áreas como empleo, salarios y política social, surgidos como reflejo de formas de solidaridad ante el creciente empobrecimiento y exclusión de algunos sectores. Sin embargo, es posible identificar algunos ejemplos innovadores, como las veedurías en Colombia; el plan estratégico de Santiago de los Caballeros, en República Dominicana; la iniciativa de participación en el municipio de Santa Tecla, en El Salvador;el Programa Ciudadanía y Gestión Local (PCGL), en Chile; los Conselhos Gestores, en Brasil; la experiencia de Alianza Cívica, en México; la de Poder Ciudadano, en Argentina, y la de Propuesta Ciudadana, en Perú. Todos muestran una aparente autonomía respecto al Estado y a los partidos políticos, un perfil espontaneísta, niveles efectivos de organización y movilización, y el carácter abierto, maleable y pluralista de su composición. Sin embargo, en la mayoría de los casos, estas experiencias tienden a mantenerse activas con intervenciones concretas y no amplias; sin tener mayor impacto, pierden dinamismo y son progresivamente relegadas a la hegemonía del Estado nacional o subnacional y de los partidos políticos (Serra Vasquez, 2010; Danillo y Popov, 2007; Dagnino et al., 2007). 

				Los procesos de gobernabilidad subnacional en América Latina supusieron para los actores sociales una oportunidad para una renovación o re-evolución de la sociedad civil, para desenvolverse colectivamente, con mayor capacidad de emprendimiento e incidencia en las políticas públicas. Sin embargo, ya en la práctica cotidiana, la sociedad civil en el espacio subnacional aparece todavía como una ampliación de las formas tradicionales de participación, en las que se combinan dimensiones tradicionales y corporativas, con dimensiones democráticas. Varias organizaciones sociales muestran una posición contestaria, aplicando y mostrando todavía un viejo perfil de protesta y demanda (con poca capacidad de negociación y consenso, y con gran capacidad de manifestaciones callejeras y violentas). En otros casos, la situación económica ha tenido un impacto destructivo en varias organizaciones sociales, y en otros, la organización social ha quedado rezagada o reducida a sólo una función socializadora que de vez en cuando reacciona en contra de un tema particular de coyuntura. Por ejemplo, elecciones fraudulentas, el alza de los precios de artículos de consumo primario (agua, gas, transporte público), salarios bajos o algunas reformas o políticas particulares (privatización, lucha contra la corrupción, explotación de recursos naturales). Lo interesante es que, a pesar de la existencia de mecanismos e interfaces subnacionales, la participación y/o contestación con frecuencia utiliza el escenario nacional para este tipo de reivindicaciones, y no así el escenario subnacional.

				Por otra parte, subsiste una cuestión que apunta a los propios alcances de la participación ciudadana; es decir, ¿a qué contribuye? ¿Es un medio o un fin en sí mismo? ¿O es un medio sustitutivo de la participación política? La participación ciudadana en el gobierno subnacional ¿es un proceso mediante el cual los ciudadanos ejercen influencia sobre el gobierno en decisiones o políticas públicas que afectan su vida y la de sus vecinos? ¿La ciudadanía puede tomar la iniciativa, como en los casos en que los ciudadanos interactúan directamente con los funcionarios elegidos y su entorno, con el fin de influir sobre la política pública? ¿O la participación es más limitada, y los ciudadanos asisten a una reunión pública para recibir información sobre un nuevo programa del gobierno?
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